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    El 14 de noviembre de 1921 nacía el Partido Comunista de España, fruto de la fusión del Partido Comunista Español (conocido como «el de los cien niños») y del Partido Comunista Obrero Español. A lo largo del siglo de existencia que ahora cumple, el comunismo español ha vivido etapas y situaciones muy diversas, casi nunca fáciles. De hecho, la mitad de ese período se corresponde con años de represión y clandestinidad. El nuevo partido sobrevivió a duras penas a una primera década de persecuciones, aislamiento y estéril voluntarismo. Maduró bajo la República, prácticamente se «refundó» como gran partido nacional aferrado a las banderas del Frente Popular y llegó a ser la columna vertebral de la resistencia antifascista durante la Guerra Civil. Derrochó un heroísmo sin horizontes políticos claros durante el episodio guerrillero y se convirtió en el «partido del antifranquismo» en la tenaz y dilatada lucha por el restablecimiento de la democracia. Vivió la transición postfranquista entre la esperanza, el de­sencanto y el desgarro interno. Hubo de adaptarse a la crisis y desaparición del «socialismo real» en la Europa del Este y a los efectos corrosivos de la larga noche neoliberal, manteniendo sus siglas y su identidad, pero implicándose a la vez en proyectos políticos más amplios y renovando partes sustanciales de su vieja cultura política.


    «Cometimos errores, pero los cometimos luchando», decía Marcos Ana de los comunistas; un siglo de historia y de lucha que merece ser narrado y estudiado.
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    INTRODUCCIÓN


     


    – Francisco Erice –


    El 14 de noviembre de 1921 nacía el Partido Comunista de España (PCE), fruto de la fusión del Partido Comunista Español (conocido como «el de los cien niños») y del Partido Comunista Obrero Español. En realidad, todo había comenzado cuatro años antes, en noviembre de 1917 (octubre, según el calendario ruso), con los diez días que estremecieron al mundo, en conocida expresión del periodista norteamericano John Reed. La oleada de entusiasmo que provocaron los acontecimientos de Petrogrado entre los trabajadores de todo el mundo estimuló, también en España, a algunos sectores obreros particularmente combativos a secundar la iniciativa bolchevique, primero intentando arrastrar a sus organizaciones históricas en la misma dirección y luego rompiendo con ellas e iniciando la andadura del nuevo movimiento en nuestro país.


    A lo largo del siglo de existencia que ahora cumple, el comunismo español ha vivido etapas y situaciones muy diversas, casi nunca fáciles. Prácticamente la mitad de ese periodo se corresponde con años de represión y clandestinidad. El nuevo partido sobrevivió a duras penas a una primera década de persecuciones, aislamiento y estéril voluntarismo. Maduró bajo la República, prácticamente se «refundó» como gran partido nacional aferrado a las banderas del Frente Popular y llegó a ser la columna vertebral de la resistencia antifascista durante la guerra. Derrochó un heroísmo sin horizontes políticos claros durante el episodio guerrillero y se convirtió en el «partido del antifranquismo» en la tenaz y dilatada lucha por el restablecimiento de la democracia. Vivió entre la esperanza, el desencanto y el desgarro interno la transición postfranquista. Hubo de adaptarse a la crisis y desaparición del «socialismo real» en la Europa del Este y a los efectos corrosivos de la larga noche neoliberal, manteniendo sus siglas e identidad, pero implicándose a la vez en proyectos políticos más amplios –como Izquierda Unida– y renovando partes sustanciales de su vieja cultura política…


    Más allá de los juicios que puedan hacerse sobre esa trayectoria y sus distintos cambios e inflexiones, no cabe duda de que, al menos en una parte importante de esos momentos históricos, la influencia del comunismo en la vida política, social o cultural de nuestro país puede considerarse verdaderamente relevante. Globalmente, sin duda lo ha sido su misma presencia, más o menos intensa según las etapas, pero continua e ininterrumpida. El orgullo por esa persistencia es lo que gráficamente, desde una óptica militante, reflejaba Marcos Ana en sus memorias: «Cometimos errores, pero los cometimos luchando, quizás bastantes, porque luchamos mucho y ni un solo día nos sentamos a la puerta de nuestra tienda para ver pasar el cadáver de nuestros enemigos»[1].


    Es esa presencia permanente, de la que ahora se cumple un siglo, con su capacidad de supervivencia y de adaptación a contextos cambiantes, lo que otorga su interés histórico al comunismo español y en particular a su organización mayoritaria y más relevante, el PCE. Es lo que lo convierte, por utilizar la expresión de Mario Tronti, en una «fuerza histórica» y no en una simple «ocurrencia política». Esta última –añade Tronti– «no sabe más que comenzar puerilmente desde cero para terminar descubriendo que no es nada», mientras que una fuerza histórica «sabe liberarse del pasado para superarse a sí misma, sabe romper la continuidad para revalorizar una tradición»[2].


    La historia del comunismo español, como no podía ser de otra manera tratándose de una trayectoria tan dilatada, está hecha de continuidades, pero también jalonada de cambios, y en ambos niveles tiene que ser analizada. Igual que ha de verse en sus múltiples dimensiones: nacional e internacional, política y social, doctrinal y práctica. Del mismo modo que debe entenderse en la tensión permanente y la dialéctica constante entre el viejo sueño prometeico de asaltar los cielos y bajar el fuego sagrado de los dioses para entregarlo a los hombres, por un lado, y, por otro, el permanente imperativo de actuar en términos prácticos e inmediatos sobre la realidad de los trabajadores y los sectores populares; es decir, de alimentar el horizonte de una sociedad futura igualitaria propio de esta tradición y, a la vez, luchar en lo cotidiano, como decía un viejo militante a quien tuve el privilegio de conocer y admirar, por «aquellos a los que les ha tocado perder»[3].


    Cuando, hace más de un año, ante el próximo centenario del PCE, que auguraba una inexcusable conmemoración, en la Sección de Historia de la Fundación de Investigaciones Marxistas (FIM) nos planteamos cuál podría ser nuestra aportación a dichas celebraciones, había dos cuestiones que nos parecían especialmente claras. Una era que el aniversario constituía una buena oportunidad para hacer un balance matizado y poner al día los considerables progresos experimentados, en las últimas décadas, por las investigaciones sobre la historia del comunismo español. Otra que, fieles a nuestra forma habitual de trabajo y a lo que demandan los tiempos, nuestra tarea debía alejarse de toda tentación burdamente hagiográfica, de cualquier «historia oficial» acrítica, estéril y, por fortuna, poco acorde con las necesidades actuales[4]. Cuestión bien distinta, ciertamente, son las celebraciones, los homenajes o, más en general, la construcción de memoria, legítima y necesaria para cualquier colectivo humano, pero diferente, en sus exigencias y sus parámetros, de una reconstrucción histórica rigurosa y académica. No debemos olvidar que, más allá de nuestros compromisos particulares como ciudadanos o ciudadanas, los historiadores, como decía nuestro colega Antoine Prost, lo que debemos y solemos hacer es «transformar en historia la demanda de memoria»[5].


    Para conseguir estos propósitos –abarcar una materia tan amplia y a la vez hacerlo de manera seria y sin autocomplacencias–, el proyecto que elaboramos se propuso contar con un elevado número de historiadores e historiadoras que pudieran arrojar miradas a la vez diversas y complementarias –sin excluir las posibles discrepancias interpretativas– sobre su objeto de estudio. Cada uno de los más de cuarenta autores y autoras a los que conseguimos implicar, más allá de su contribución a esta visión global y poliédrica, es obviamente responsable de los contenidos del texto que firma (incluido yo mismo de esta introducción). No sé si el resultado que hoy presentamos pudiera ampararse bajo el famoso lema de Tácito sine ira et studio (es decir, con absoluta imparcialidad y sin pasión), dado que resulta particularmente difícil mantener un total desapasionamiento academicista cuando se abordan temas como los que aquí se tratan. «Puedo prometer –afirmaba Goethe– ser sincero, pero no ser imparcial». Creo que al menos todos quienes hemos participado en el proyecto aceptaríamos con agrado suscribir el lema que el admirado historiador francés Marc Bloch solicitaba, en su testamento, que se grabara como epitafio en su futura tumba: dilexit veritatem, «amó la verdad»[6]. Esta petición la suscribía –conviene no olvidarlo– alguien que distaba de ser «imparcial» en relación con los grandes conflictos de su tiempo, y que pagó su participación en la Resistencia padeciendo las torturas y cayendo bajo las balas de la Gestapo; o que, ajeno a cualquier creencia religiosa o de «solidaridad racial» y demandando exequias exclusivamente civiles, recordaba para la ocasión su origen judío, a fin de que no se le pudiera atribuir una renuncia cobarde e interesada en tiempos poco propicios. El objetivo de una historia veraz pueden –podemos– compartirlo quienes desean limitar su compromiso con la diciplina al desarrollo de un trabajo investigador honesto y riguroso, con aquellos que entienden que, además, deben completarlo y compatibilizarlo con una implicación político-social más explícita y activa con los valores de la libertad y la igualdad, y que reivindican legítimamente las atinadas palabras de Bertolt Brecht en ese sentido: «Nadie tiene el derecho de extraer del hecho de que luchemos la conclusión de que no somos objetivos»[7]. Al fin y al cabo, unos y otros estamos sujetos a los mismos códigos deontológicos y utilizamos parecidos instrumentos metodológicos.


    Con esos elementales mimbres –plan de conjunto, pluralidad de planteamientos y pretensiones de rigor y objetividad–, el proyecto finalmente entretejido se ha terminado plasmando en dos volúmenes, que pretenden, con mejor o peor fortuna, reflejar la complejidad, la diversidad y el interés de los temas abordados. El primero incluye un recorrido general y cronológico por las distintas etapas de la historia del comunismo español, singularmente las de su fuerza central y ampliamente mayoritaria, el PCE[8]. El segundo incorpora los resultados de múltiples investigaciones monográficas que nos permiten reconstruir con mayor detalle aspectos diversos de esta evolución, su relación con la sociedad y su proyección sobre la misma, sus culturas militantes, etcétera.


    Creemos –y con este plural espero interpretar correctamente el sentimiento mayoritario, si no común, de quienes han colaborado en la obra– que el trabajo colectivo que ahora se presenta puede resultar útil al menos en tres sentidos. En primer lugar, para ofrecer a historiadores y estudiosos de la historia una buena puesta al día de los avances en el análisis de esta parcela de nuestra historia contemporánea, y a la vez estimular nuevos progresos en las investigaciones. En segundo lugar, para suministrar a los ciudadanos y las ciudadanas de nuestro país unos conocimientos suficientes, que les ayuden a juzgar sin tópicos y con ecuanimidad cuál ha sido la contribución de esta corriente político-ideológica a nuestra trayectoria como colectividad o como pueblo, sin ignorar sus contradicciones, sus luces y sus sombras. Y, en tercer lugar, para ayudar a los militantes y compañeros de ese «largo viaje» secular a conocer mejor su historia. Personalmente, albergo la esperanza de que estos últimos lean el libro con espíritu crítico y autocrítico, se reconozcan en él y pueda servirles como confirmación de aquel afortunado lema electoral del PSUC en 1977, inspirado en una frase de Togliatti: venim de lluny, «venimos de muy lejos». Y luego –pero eso ya no es competencia de los historiadores como tales–, si lo consideran conveniente y asumen la segunda parte del lema (anem més lluny encara, «vamos más lejos aún»), que puedan servirse de este y otros trabajos similares para aprender del pasado y hacerlo suyo, en el sentido que nuevamente Marcos Ana enunciaba en la dedicatoria de sus memorias: «A las nuevas generaciones, en cuyos surcos hemos sembrado nuestra historia».


    * * *


    Un proyecto como el que da lugar a este libro es siempre fruto de múltiples colaboraciones, tanto en lo que atañe al diseño de los contenidos o la configuración del grupo de historiadores e historiadoras responsable de los textos, como en la corrección y homogeneización formal de los trabajos recibidos. También, por supuesto, en el allanamiento de los obstáculos para conseguir que tan voluminoso conjunto de aportaciones pudiera editarse. Intentar citar a todos supondría, sin duda alguna, incurrir en injustas e involuntarias omisiones. La Fundación de Investigaciones Marxistas ha brindado su imprescindible patrocinio, y su Sección de Historia el marco idóneo en el que este trabajo ha sido planificado y desarrollado, gracias al esfuerzo generoso de quienes la integran. En las tareas de asesoramiento y coordinación más directas, además de David Ginard, también es de justicia agradecer la receptividad y el apoyo de Juan Andrade, José Luis Martín Ramos, Fernando Hernández y Giaime Pala, así como de los compañeros de la Sección de Historia Manuel Bueno, José Gómez Alén y Julián Sanz, sin cuyo trabajo desinteresado ni este ni otros proyectos similares serían posibles.


    
      
        [1] Marcos Ana, Decidme cómo es un árbol. Memoria de la prisión y la vida, Barcelona, Umbriel, 2007, p. 238.

      


      
        [2] Véase su prefacio al libro de memorias de Rossana Rossanda, La muchacha del siglo pasado, Madrid, Foca, 2008, pp. 15-20.

      


      
        [3] Víctor Manuel Bayón, Crónica de una lucha: mi actividad en el Partido Comunista de España, León, PCE de León, 2011, p. 198. Pueden verse las consideraciones sobre el comunismo como tradición «prometeica» en David Priestland, Bandera roja. Historia política y cultural del comunismo, Barcelona, Crítica, 2010, pp. 15-20.

      


      
        [4] Sobre las interpretaciones de «los comunismos», incluyendo las justificadas críticas a las «historias oficiales», son útiles las reflexiones contenidas en Michel Dreyfus y otros (dirs.), Le siècle des communismes, París, Les Éditions de l’Atelier, 2000, pp. 19-91.

      


      
        [5] Antoine Prost, Doce lecciones sobre la historia, Madrid, Cátedra, 2001, p. 302.

      


      
        [6] Marc Bloch, La extraña derrota, Barcelona, Crítica, 2002, pp. 169-170.

      


      
        [7] Bertolt Brecht, Escritos políticos, Caracas, Tiempo Nuevo, 1970, p. 22.

      


      
        [8] El volumen incorpora seis trabajos de planteamientos y metodología netamente históricos, referentes a otras tantas etapas sucesivas, y una aproximación más sociológica-politológica sobre el periodo más reciente.

      

    

  


  
    I


    EL PCE, DESDE SU ORIGEN HASTA LA GUERRA CIVIL


    (1920-1936)


     


    – José Luis Martín Ramos –


    LA FORMACIÓN DEL PARTIDO


    Quiebra de la socialdemocracia y nacimiento de la Internacional Comunista


    La estabilidad que la política imperialista dio al capitalismo en la última década del siglo XIX y el relativo éxito electoral de la socialdemocracia –de manera particular en Alemania, Francia y el norte de Italia– llevó a considerar a una parte de esta que las formas de la acción socialista y la vía de avance hacia el socialismo, centradas hasta entonces en el conflicto de clase y en la perspectiva de una ruptura revolucionaria del sistema, habían de ser revisadas. La propuesta de revisión surgió y sobre todo se teorizó en el seno del SPD, el partido faro de la Segunda Internacional, en el que desde comienzos de esa segunda década se empezó a propugnar el abandono de la oposición sistemática al Estado imperial, la asunción de la política internacional del Imperio y la alianza con los partidos burgueses «de izquierda» en el sur de Alemania. En Las premisas del socialismo (1899), Bernstein proporcionó el marco teórico y la doctrina legitimadora de esa propuesta que iba ganando adeptos más allá de Alemania. En Francia, Millerand, líder del grupo de los «socialistas independientes»[1], dio un salto cualitativo en 1899 al pasar de la alianza parlamentaria a la integración en el gobierno del radical Waldeck-Rousseau, en el fragor de la revisión del proceso contra Dreyfuss; y el Partido Socialista Italiano, tras acordar en 1898 una alianza «defensiva» con la «izquierda burguesa», pasaría entre 1901 y 1903, a propuesta de Turati, a apoyar al gobierno Zanardelli-Giolitti. Bernstein propuso superar lo que consideró el determinismo económico de Marx, anunciando el fin de las crisis cíclicas del sistema y un proceso de distribución creciente de la riqueza y de extinción progresiva del conflicto de clase, lo que avalaba el giro del discurso de la revolución hacia la evolución.


    El giro del revisionismo fue dominando al conjunto de la Segunda Internacional, aupado por los éxitos electorales; estos fueron más ostensibles en Alemania y Francia, donde la Dieta Imperial y la Asamblea Nacional se elegían por sufragio masculino universal, aunque también estaban presentes de manera más modesta, o como expectativa, allí donde el sufragio era restringido. El SPD era, desde 1890, la formación más votada en la Dieta, y desde 1903 el segundo grupo de la cámara, con 397 escaños. En Francia, el voto afín a la Segunda Internacional pasó del 5 por 100 al 25 por 100 en 1902, a pesar de la crisis interna que produjo la decisión de Millerand. Sin embargo, el revisionismo no solo creció a caballo de ese éxito, también se vio favorecido por la displicencia con la que lo trató la dirección política e intelectual socialdemócrata. En Alemania, mientras Bebel y Kautsky confiaron en que la propuesta de Bernstein se desvanecería y no pasaría de ser un incidente intelectual, tuvo que ser Rosa Luxemburg quien percibiera, ya en 1899, la trascendencia de la escisión entre la lucha por las reformas que proponía Bernstein y el objetivo de la revolución; su posicionamiento quedó, empero, en minoría. Las resoluciones formales contra el revisionismo de los congresos del SPD de 1901 y 1903 y del congreso de la Segunda Internacional, en 1904, no impidieron que las prácticas se deslizaran plenamente hacia esa doctrina. La ambigüedad con que se abordó el revisionismo en la práctica contrastó con la crítica absoluta al sindicalismo de orientación revolucionaria y a su consigna de la huelga general. El congreso de 1904 consideró «inejecutable» el cese de todo el trabajo y solo aceptó la posibilidad de una huelga amplia «que alcanzara un gran número de oficios, o los más importantes para el funcionamiento de la “vida económica”, como medida de presión en favor de cambios sociales de importancia, o de defensa ante “los atentados reaccionarios sobre los derechos de los obreros”»[2]. La vía principal de la alternativa socialista fue adjudicada a la conquista del sufragio universal y al aumento de la presencia socialdemócrata en los parlamentos; lo que hacía imprescindible el crecimiento orgánico de partidos y sindicatos, priorizando su supervivencia legal, hasta que su peso social inclinara la balanza hacia el triunfo de las propuestas socialistas.


    Esa tendencia dominante se vio temporalmente impugnada por la revolución rusa de 1905-1906, que proporcionó una experiencia y un discurso de acción revolucionaria en los que la lucha de masas pasó a ocupar la centralidad de la acción política. Lenin lo hizo en el mismo 1905, reconociendo la huelga general de San Petersburgo como el inicio de una revolución popular, a la que había de incorporarse el campesinado. Y Rosa Luxemburg en 1906, en Huelga de masas, partido y sindicato, donde insistió en vincular todas las acciones a un mismo objetivo revolucionario cuya clave de éxito era la lucha de masas. Al mismo tiempo, la sobrevaloración de la estabilidad capitalista, acompañada de una empatía creciente en el movimiento obrero hacia la expansión colonial –vista como productora de beneficios materiales para las clases trabajadoras de las metrópolis–, se tambaleó en 1905 con el incidente de Tánger, en el que el Imperio alemán se enfrentó a la República francesa, apoyada por el Reino Unido, por el control de Marruecos. Ese primer aviso de un nuevo conflicto euro­peo dominó los debates del congreso de la Segunda Internacional de 1907, en Stuttgart. En él se perfiló una corriente de izquierdas con la presentación de una moción contra la amenaza de guerra, suscrita por Lenin, Martov y Rosa Luxemburg, que propugnaba una acción general para evitarla «por todos los medios que les parezcan apropiados y que varían y se desarrollan, naturalmente según la intensidad de la lucha de clases y la situación política general»; y si no se conseguía impedirla, «intervenir para hacerla cesar rápidamente» y «utilizar con todas sus fuerzas la crisis económica y política creada por la guerra para agitar a las capas populares más amplias y precipitar la caída de la dominación capitalista»[3]. Incorporada por Bebel a la resolución definitiva, fue la primera vez que se vincularon las perspectivas de la guerra y la revolución, y la contemplación de esta como un proceso general, de «revolución mundial»[4]. La idea pareció prosperar, al punto que Kautsky, en El camino del poder (1909), señaló: «Cuando Marx y Engels escribieron El Manifiesto del Partido Comu­nista tenían ante sí como campo de batalla la revolución proletaria solamente en Europa occidental. Hoy se ha vuelto el mundo entero». Y Bebel amenazó con ella en la Dieta imperial, en 1912, si bien lo hizo retóricamente.


    El ascenso incipiente de las posiciones revolucionarias e internacionalistas en la Segunda Internacional no pasó de ahí. En Alemania, los «marxistas ortodoxos» –Bebel, Kautski– quedaron desbordados por una nueva generación dirigente –Ebert, secretario general del partido desde 1905, Scheidemann, Noske– que al revisionismo añadió a partir de 1907 el giro nacionalista, capitalizando el éxito en las elecciones de 1912, en las que el SPD se convirtió en primer partido de la cámara, con casi el 35 por 100 de los votos. Los fabianos, principal referente intelectual del laborismo, que empezaba a constituirse como formación independiente, defendían en el Reino Unido las bondades de un imperialismo «civilizador». Entre los principales partidos socialistas sólo el italiano evolucionó al contrario de la tendencia mayoritaria, cuando el sector maximalista, liderado por Lazzari y Mussolini, dejó en 1912 en minoría la alianza reformista de Turati y Ferri para rechazar la invasión de Libia y el apoyo a los liberales de Giolitti. La emergente izquierda socialista de 1905-1907 permaneció en minoría; aunque no paralizada, cuando menos en el ámbito de la reflexión. Lenin, exiliado en Suiza, prestó atención particular entre 1908 y 1913 a la relación entre la acentuación del conflicto de clases en Europa, el imperialismo y los movimientos anticoloniales[5]; afirmándose en el horizonte de una revolución que, como en 1848, se extendería por toda Europa como única guerra social a la más que probable guerra imperialista. Esa concepción total del momento histórico le permitió dar una respuesta rupturista al estallido de la guerra y a la quiebra política del movimiento obrero que entonces se produjo al apoyar sus principales organizaciones y líderes –de la socialdemocracia, del anarquismo y del sindicalismo revolucionario– la política de guerra emprendida por los gobiernos de su nación. Después de esperar que la Segunda Internacional fuera capaz de cumplir la segunda parte de la moción de 1907, en el otoño de 1914 Lenin la dio por definitivamente perdida; para transformar la guerra imperialista en guerra revolucionaria había que constituir una nueva internacional, una Tercera Internacional[6].


    Durante la Gran Guerra, Lenin no pudo hacer otra cosa que popularizar su propuesta en los medios de la izquierda socialista y en el movimiento de Zimmerwald[7], en el que quedó siempre en minoría. La mayoría no compartió la respuesta de transformación de la guerra en revolución, no creyó en ella, y solo pensó en términos de recuperación unitaria y marxista de la Segunda Internacional; se atuvo a reclamar el inmediato cese de la guerra y una paz sin vencedores ni vencidos y a esperar que con ella sería posible reconstruir la Internacional, haciendo crítica de la quiebra de 1914 y de las concesiones al nacionalismo y al revisionismo. El proyecto de Lenin empezó a ser realidad con la revolución rusa iniciada en febrero de 1917; lo consideró el inicio de un proceso revolucionario que había que desarrollar y organizar, mediante la toma del poder en Rusia por parte del proletariado organizado, con el apoyo del segmento popular del campesinado, y fundando «inmediatamente» una Tercera Internacional que extendiera a escala mundial la iniciativa revolucionaria[8]. Esa inmediatez derivaba de la expectativa de que la revolución rusa tuviera eco inmediato en Europa y para empezar en Alemania, donde se producían movimientos de protesta contra la guerra entre las clases trabajadoras y existía una izquierda socialdemócrata en ruptura con el SPD. Sin embargo, el eco no se tradujo en hechos y el Estado revolucionario soviético quedó aislado y a la defensiva. Lenin tuvo que aparcar la constitución de la Tercera Internacional, hasta que la revolución alemana de noviembre de 1918, que puso fin a la Gran Guerra, reactivó la expectativa de generalización de la revolución. El 24 de enero de 1919, el diario Pravda publicó la convocatoria urgente del «primer congreso de la nueva Internacional revolucionaria» impulsada por el Partido Comunista ruso-bolchevique. Dirigida a una cuarentena de organizaciones o corrientes de la izquierda socialdemócrata y del sindicalismo revolucionario, en ella se citó sin mayor concreción a los «elementos» revolucionarios del socialismo español, sobre los que había un desconocimiento casi absoluto.


    España, dos fuentes del proyecto revolucionario comunista


    Los receptores de esa convocatoria no solo fueron, en nuestro país, esos «elementos revolucionarios» del socialismo, del PSOE, de la UGT y de las Juventudes Socialistas; también la atendió y la debatió la CNT, lo que proporcionó al comunismo español dos fuentes iniciales. Tuvieron en común el interés por la revolución de 1917; aunque se diferenciaron en el sustrato ideológico con el que se abordó tanto la revolución como la convocatoria del primer congreso de la Tercera Internacional y en la desigualdad de la dimensión del «tercerismo» en ambos campos –el socialista y el anarcosindicalista–, que se reflejó en el volumen de la adhesión final al nuevo proyecto revolucionario.


    Antes de 1917 la influencia de las posiciones de la izquierda de la socialdemocracia fue casi nula en el movimiento obrero español. En el PSOE solo una minoría dispersa se identificó con el movimiento de Zimmerwald: el catedrático de Psicología José Verdes Montenegro, que en el X.o congreso del PSOE, en 1915, reclamó el abandono de la aliadofilia y la condena de la guerra; la líder feminista Virginia González, miembro de los comités nacionales del PSOE y de la UGT; el periodista y concejal socialista en Madrid Mariano García Cortés; y algunos jóvenes de Madrid, entre ellos Manuel Núñez de Arenas y Ramón Lamoneda, con algún peso creciente en el partido. Con tan poca influencia, que ni siquiera consiguieron que las Juventudes Socialistas aprobaran la propuesta de su sección madrileña de adherirse en 1915 al movimiento. Esa situación empezó a cambiar lentamente en 1917, en el contexto del impacto de la revolución rusa y de la dinámica política y social interna que radicalizó al obrerismo español ante la crisis política de la Restauración.


    El impacto exterior fue en los primeros meses débil y más en el socialismo que en el anarcosindicalismo. La dirección del PSOE expresó, a través de El Socialista[9], una peculiar valoración positiva del derrocamiento del Imperio zarista en febrero (marzo en el calendario juliano), limitándola a una revolución política protagonizada por la Duma y el Gobierno provisional que esta había elegido; la cual eliminaba la incómoda contradicción que suponía, para la aliadofilia ampliamente compartida en el PSOE, el carácter autocrático del zarismo. Lo que le importó sobre todo fue que a partir de entonces todo el bloque de la Entente sería «democrático», frente al bloque «autoritario y militarista» de los Imperios Centrales. No se veía la revolución rusa desde su realidad, que se desconocía, sino desde la trampa en la que había caído la gran mayoría de la socialdemocracia europea, la aceptación de la guerra en nombre de los respectivos relatos legitimadores que había desarrollado cada bando. En la CNT incidía también ese relato y la inclinación hacia los aliados; no obstante, su prensa negó que la revolución fuera resultado de la acción de la Duma y, por el contrario, puso todo el protagonismo en el pueblo, señalando la novedad del Sóviet: «Un Comité formado por representantes de los obreros y los soldados para vigilar los actos del gobierno provisional tiene un significado muy elocuentísimo»[10]. En cualquier caso, para unos y otros la rusa era todavía una cuestión lejana, a la que prestaron escasa atención.


    Esta se centró en la respuesta a la crisis política e institucional de aquella primavera en España, precipitada por el conflicto de las juntas militares, el cierre de las Cortes impuesto por Dato para frenar las críticas a Alfonso XIII –más que tolerante ante los militares– y la convocatoria impulsada por los catalanistas de una Asamblea de Parlamentarios discrepante, en julio. A ese escenario se sumó el movimiento obrero, la UGT y la CNT, que habían acordado un pacto de unidad de acción en 1916 y lo renovaron el 25 de marzo de 1917, acordando una huelga general indefinida para presionar «cambios fundamentales» del sistema, de momento sin fecha de inicio. La huelga se inició finalmente el 13 de agosto, antes de que se hubiera cumplido su preparación y de manera forzada por una huelga nacional ferroviaria que después se supo que había sido provocada por Dato para precipitar la acción obrera. En esa circunstancia solo salió adelante en Madrid, Barcelona y sus comarcas industriales, Asturias, Vizcaya, Valencia, Zaragoza, y en lugares dispersos de Galicia y Andalucía y las dos Castillas, sin conseguir la adhesión del mundo campesino; y entre el 16 y el 18, ante la dura represión de Dato, fue acabando por todas partes excepto en Asturias, donde se prolongó hasta el 17 de septiembre[11]. El movimiento resultó derrotado y a la vuelta del verano la expectativa de cambio de régimen se desvaneció con la defección de la Lliga Regionalista, que cambió su posición para entrar el 3 de noviembre en un gobierno de concentración presidido por García Prieto. A pesar de todo, la acción no cayó en saco roto.


    El episodio impulsó en el movimiento obrero, en el socialismo de manera particular, el viraje desde el reformismo parlamentarista hacia la lucha de masas. En su transcurso, el desenlace de la revolución rusa en octubre / noviembre de 1917 y la convulsa postguerra europea de 1919 y 1920 activaron en España expectativas de ruptura, que ya no pudieron limitarse al ámbito político. Ciertamente, las respuestas iniciales de las cúpulas se movieron en la inercia de las que habían dado muestras a comienzos de año. La dirección del PSOE valoró negativamente aquel desenlace; considerando la retirada unilateral de la guerra proclamada por la revolución de octubre como «una deserción de las filas de los pueblos aliados ante el enemigo de toda libertad y de toda afirmación del derecho popular»[12]. Y aunque en la CNT también hubo quien compartió ese recelo –Salvador Seguí o alguno de sus seguidores[13]–, en su prensa se destacó más el elogio que la crítica: «Los rusos nos indican el camino a seguir»[14]; Manuel Buenacasa, que sería elegido poco después secretario del Comité Nacional de la CNT, calificó a Lenin como «el hombre más interesante, más noble y más ultrajado de la Europa actual». A finales de 1917, se daba una mayor predisposición en las filas de la CNT a mirar con mejores ojos lo que, aunque no se sabía qué era exactamente, se pensaba que en cualquier caso constituía una revolución social. Aun así, en el seno del PSOE se fue configurando una corriente que partiendo de la simpatía evolucionó hacia la adhesión a la revolución de octubre y el estado revolucionario que de ella había surgido. Se aglutinó en torno a la revista Nuestra Palabra, fundada en agosto de 1918 por Mariano García Cortés y Ramón Lamoneda, secretario general de la Federación Gráfica Española de la UGT. Y se hizo notar como minoría, todavía no organizada, en el XI Congreso del partido, en noviembre de 1918, recién acabada la guerra. Rafael Millá –tipógrafo de Alicante– y Eduardo Ugarte –del Grupo de Estudiantes Socialistas de Madrid–, secundados entre otros por Ramón Lamoneda, censuraron el exceso «aliadófilo» y el menosprecio a los «maximalistas» rusos expresados en El Socialista, convalidado, de hecho, por el Comité Nacional. La dirección del partido, encabezada por Besteiro, decidió en el congreso asumir una retórica defensa de la revolución rusa, saludada «con entusiasmo» en el dictamen final; bloqueando al mismo tiempo resoluciones más concretas. Ugarte no consiguió que se aprobase su propuesta de enviar sendos telegramas, de simpatía al gobierno de la República rusa de los Sóviets y de protesta por la intervención extranjera a Wilson; y Besteiro impuso limitar todo acuerdo al mencionado saludo y vehicular la relación con la Rusia revolucionaria a través del Buró Socialista Internacional. La incipiente corriente crítica no solo era todavía débil, sino que se manifestó heterogénea; Núñez de Arenas y Verdes Montenegro se negaron a apoyar las críticas y propuestas de Ugarte, Millá y Lamoneda.


    Fundación de la Internacional Comunista y del Partido Comunista Español


    La convocatoria del congreso de Moscú tuvo escasa respuesta en España. El Socialista no la mencionó hasta el 13 de febrero de 1919 y Nuestra Palabra, que tampoco lo hizo antes, la acogió con cautela ante su carácter rompedor. Por el momento el PSOE estuvo más atento a la Conferencia de partidos socialdemócratas en Berna, entre el 5 y el 9 de febrero, para elaborar una propuesta común ante las inmediatas conferencias «de paz», iniciadas en París el 18 de enero, a la que asistió Besteiro; la cual resultó una reunión fallida, ante la ausencia de belgas y alemanes, que no quisieron compartir encuentro, y de italianos, serbios y rumanos, que rechazaron una convocatoria hecha por lo que siguieron considerando el bloque «socialpatriótico». Luego, después de que la Conferencia aprobase la moción del sueco Branting, y no aceptara la del francés Longuet y el austriaco Fritz Adler, que se negaba a tal condena por falta de base para tal juicio y pedía en cambio la de la intervención extranjera en Rusia, la SFIO[15] y el Partido Socialista Austriaco (SPÖ) se descolgaron de la reactivación de la Segunda Internacional. Después de ese fracaso, tuvo lugar el congreso de Moscú, iniciado el 2 de marzo de 1919, que a pesar de su reducida asistencia[16], que suscitó dudas iniciales, decidió el día 4 constituir formalmente la Tercera Internacional, bajo la denominación de Internacional Comunista (IC); la fuerza que tenía entonces la revolución en Budapest y la noticia, precipitada, de una inmediata revolución en Austria acabaron de decidir a los asistentes. Lo hizo bajo mínimos con la aprobación de un nuevo «Manifiesto comunista», su carta de presentación ideológica y política, y la elección de un primer Comité Ejecutivo presidido por Zinoviev. Y dejó para un próximo congreso la formalización de su estructura organizativa y su línea política básica.


    Nada de ello repercutió de inmediato en el socialismo español. Sí los sucesos de Alemania, la mal llamada «insurrección espartaquista» de enero de 1919[17], con el asesinato de Rosa Luxemburg y Karl Liebknecht, de la que El Socialista informó con amplitud. La empatía con los revolucionarios y la condena de los asesinatos actuó como catalizador del ascenso de la incipiente corriente revolucionaria del PSOE; en febrero obtuvo su primer éxito en el interior del partido, al ganar las elecciones al Comité Ejecutivo de la Agrupación Socialista Madrileña (ASM): García Cortés y César R. González fueron elegidos presidente y secretario general y García Quejido, Núñez de Arenas y Lamoneda para representar al partido en el Instituto Nacional de Previsión. Todo ello podría haber quedado en un movimiento interno, hasta que la constitución de la IC cambió la perspectiva. En un mitin el 20 de julio en la Casa del Pueblo de Madrid, en apoyo a las revoluciones en Rusia y Hungría, Torralva Beci y Ovejero llamaron a dar por «sepultada en las trincheras» la Segunda Internacional y pasar a la Tercera. Una semana después Torralva Beci consiguió que la ASM expusiera a debate su propuesta[18], presentada en mayo, en la que se reclamaba a la Comisión Ejecutiva del PSOE la convocatoria de un plebiscito entre todas las agrupaciones del partido sobre el ingreso en la Tercera Internacional. El progreso de la propuesta fue lento. La ASM no la aprobó hasta el 2 de septiembre; sin embargo, lo hizo con tal contundencia –398 votos a favor y solo 2 abstenciones[19]– que Pablo Iglesias, Besteiro y Largo Caballero prefirieron promover la convocatoria de un congreso extraordinario para mediados de noviembre, con el fin de resolver la cuestión de la Internacional, así como la alianza con los partidos republicanos que la emergente izquierda revolucionaria del partido venía poniendo en cuestión.


    El congreso extraordinario del PSOE, iniciado el 8 de diciembre de 1919 en la Casa del Pueblo de Madrid, fue el primero de los tres que precisó el partido para tomar una decisión definitiva, en abril de 1921. El de diciembre de 1919 coincidió, a partir del 10, con el segundo congreso de la CNT, desarrollado en el Teatro de la Comedia de la capital; su acuerdo fue también provisional y equívoco, de manera que la decisión última no se produjo hasta junio de 1922, en su caso forzado por la circunstancia de la ilegalización del sindicato en 1920. Ambas reuniones tuvieron lugar en un clima marcado por las movilizaciones obreras en Cataluña, Asturias y Vizcaya, y campesinas en Andalucía, así como por alguna exasperación ante la respuesta represiva que ya se estaba padeciendo. En el congreso socialista estuvieron representados cerca de 34.400 afiliados, algo más del 80 por 100 de los 42.000 que tenía[20]. Desde el primer momento se dividió. Besteiro, Fabra Ribas, director de El Socialista, y Pérez Solís encabezaron a los partidarios de la permanencia en la Segunda Internacional y la asistencia a su congreso previsto para la próxima primavera en Ginebra. Por el contrario, Anguiano propuso el ingreso incondicional en la IC, apoyado por García Cortés, Verdes Montenegro y Núñez de Arenas. Entre ambas posiciones, inequívocas, la Federación Socialista Asturiana –representada por Acevedo, Teodomiro Menéndez y Bonifacio Martín–, que dijo identificarse con el espíritu de la Tercera, propuso una solución intermedia: mantenerse en la Segunda, ir al congreso de Ginebra, defender en él la fusión de ambas internacionales, depurando los elementos que habían traicionado al espíritu de la socialdemocracia y, si eso se tornara imposible, «por discrepancias fundamentales con la Tercera Internacional, que los partidarios de la Segunda quieran mantener», ingresar entonces en esta última. Como quiera que el ambiente de los debates resultó muy favorable a la nueva internacional, Besteiro, Fabra Ribas y Pérez Solís sumaron a su posición la propuesta asturiana, consiguiendo con ello capitalizar buena parte de los sentimientos unitarios internos y ganando la votación final por 14.010 votos de afiliados representados frente a 12.497[21]. Fue un acuerdo ambiguo, que sumaba minorías heterogéneas en su posicionamiento ante la nueva internacional y no tenía ninguna garantía de resultar operativo.


    No fue el caso de las Juventudes Socialistas, que reunieron su congreso acto seguido[22], y se adelantaron a las decisiones del partido. A propuesta de asturianos y madrileños aprobaron el ingreso en la Internacional Comunista, casi por unanimidad, con la sola excepción de la delegación malagueña. El argumento definitivo para que lo hicieran fue que la Conferencia de noviembre, en Berlín, de la Unión Internacional de Organizaciones Juveniles Socialistas, presidida por Willy Münzerberg, había dado ya ese paso y se había autoconstituido en Internacional Juvenil Comunista. El congreso, además, cambió a fondo su dirección, presidida hasta entonces por Saborit –seguidor de Besteiro–, al que sustituyó José López y López con José Illescas como vicepresidente, Merino Gracia como secretario-tesorero, Luis Portela como vicesecretario-tesorero, Vicente Pozuelo como secretario de actas y Tiburcio Pico como responsable de Renovación.


    El ingreso en la Tercera no fue el tema central del congreso de la CNT, sino cuál había de ser la orientación del sindicato ante la represión patronal y gubernamental que se estaba padeciendo; si rectificar la radicalización iniciada para salvaguardar el sindicalismo de masas, defendido por Seguí, o todo lo contrario, hasta sostener la ocupación de las fábricas como respuesta al lock out que la patronal había desencadenado en Cataluña, como postulaba Buenacasa. No obstante, en ese debate se coló la cuestión de la nueva internacional, como un factor más de referencia de la orientación revolucionaria o reformista que se había de tomar. Hilario Arlandis, delegado de Valencia, defendió la integración inmediata en ella, pero se quedó solo. El acuerdo, por aclamación y sin votación, fue adherirse solo provisionalmente, por su carácter revolucionario, a la espera de que pudiera celebrarse –en España– la asamblea internacional que estableciera de manera definitiva «los principios que rijan la nueva Internacional de obreros». Y enviar una delegación al próximo congreso de la IC integrada por Pestaña, Eusebi Carles Carbó y Salvador Quemades; ninguno de ellos probolchevique.


    Sin que los acuerdos del PSOE y la CNT fueran concluyentes, la gestación del comunismo español se precipitó cuando, a los pocos días de celebrarse sus congresos, llegaron a Madrid, procedentes de México y camino de Moscú, Borodin –alias de Mijail Gruzenberg, un veterano bolchevique, miembro del primer aparato de la IC y del Comisariado de Asuntos Exteriores soviético– y Jesús Ramírez, alias del estadounidense Richard Francis Phillips, exiliado en México[23]. Sin tener apenas información del movimiento obrero español, lograron conocer a Fernando de los Ríos, que los presentó a Mariano García Cortés, y este los puso en contacto con los principales promotores del «tercerismo»: Anguiano, José López y López y Ramón Merino Gracia[24]. Bajo su orientación se constituyó un «bloque de izquierdas» que, al hacerse público un nuevo aplazamiento del congreso de la Segunda Internacional, dio por sentado que este no se celebraría y reclamó, en un manifiesto el 10 de enero de 1920, que se ejecutara la cláusula final del acuerdo del congreso extraordinario del PSOE, ingresando ya en la IC; así como asistir ya a su próximo congreso. Lo firmaban Anguiano, Lamoneda y Núñez de Arenas, de la Comisión Ejecutiva del PSOE; Mariano García Cortés y César R. González, de la ASM; José López y López y Ramón Merino Gracia, del ejecutivo de las Juventudes Socialistas; José González de Ubieta, del Grupo de Estudiantes Socialistas; y Virginia González, líder del feminismo socialista y antigua vocal del Comité Nacional, y llevaba fecha del 10 de enero, aunque El Socialista no lo dio a conocer hasta doce días después. Tras esa publicación, el Comité Provincial de la Federación Socialista Asturiana pidió también el 25 de enero que se procediera a dicho ingreso, tras consultar a las agrupaciones del partido. La Comisión Ejecutiva lo rechazó y remitió al Comité Nacional del 21 de febrero la decisión sobre la propuesta asturiana. Cuando esta se celebró, había llegado la convocatoria de una reunión preparatoria del congreso pendiente de la Segunda Internacional, en Rotterdam, el 13 de marzo; por lo que el Comité Nacional descartó la propuesta asturiana y acordó por unanimidad enviar a Rotterdam a Besteiro y Anguiano a título informativo, para tomar a su regreso la decisión pendiente.


    Ese acuerdo, votado también por Anguiano, Lamoneda y Núñez de Arenas, rompió el «bloque de izquierdas», en el que sólo Merino Gracia se manifestó en contra del Comité Nacional. Ante ello Ramírez[25] y Merino Gracia, apoyados por Juan Andrade y Ugarte, del Grupo de Estudiantes Socialistas, decidieron prescindir del sector «tercerista» del partido, al que consideraban demasiado condescendiente, y transformar las Juventudes en partido comunista; con la única oposición en la dirección juvenil de López y López, que dimitió, dejando a Merino Gracia el liderazgo de la formación[26]. Se convocó a todas las secciones para que se reunieran el 15 de abril y debatieran una propuesta del Comité Nacional, que se dio a conocer públicamente aquel mismo día: convertir las juventudes en Partido Comunista Español (PC Español) y solicitar de inmediato el ingreso en la IC. Contra lo que se escribe muy frecuentemente, la decisión final no fue un golpe de mano desde arriba, sino el resultado de la suma de las decisiones locales que se tomaron. Aunque sí resultó una victoria pírrica para sus impulsores: el grueso de las secciones de Asturias y Vizcaya, que sumaban más de la mitad de los jóvenes socialistas, no se sumaron al nuevo partido, que como máximo alcanzó unos 2.000 militantes, de los que 400 correspondían a Madrid, incluidos los estudiantes. Sin poder contar con las Juventudes de Asturias y Vizcaya, la presencia en el movimiento obrero del PC Español resultó irrelevante. Por su parte, las Juventudes Socialistas fueron reorganizadas bajo la dirección de José López y López y César R. González y, aunque rechazaron el paso de la constitución del PC Español, mantuvieron la adhesión a la Internacional Juvenil Comunista y la defensa del ingreso conjunto con el PSOE en la IC.


    La iniciativa de Borodin, Ramírez y Merino Gracia resultó un bumerán; dividió fuerzas entre los «terceristas» españoles, entorpeció los movimientos de los que actuaban en este y favoreció la reacción de sus contrarios. Además, el PCE quedó marcado desde sus inicios por su identificación con las posiciones de los comunistas neerlandeses liderados por Rütgers, que controlaban el Buró de Amsterdam de la IC, constituido en septiembre de 1919 para promover la nueva internacional en Europa Occidental y Norteamérica. Rütgers condenaba por completo la participación en los sindicatos, oponiendo a estos los consejos obreros y el movimiento de los delegados de taller, y rechazaba asimismo toda participación electoral; por otra parte, no contemplaban otra relación que la confrontación total con los partidos socialistas, incluidos los que mostraban una posición crítica, e incluso se estaban aproximando a las posiciones de la IC[27]. Ese planteamiento iba en la dirección contraria que Lenin, Trotsky y Zinoviev decidieron dar a la Internacional en los primeros meses de 1920.


    La batalla de las internacionales[28]


    La posición de los comunistas neerlandeses no iba solo en la dirección opuesta a la de los promotores de la IC, sino también a la de la realidad del movimiento obrero, mucho más compleja de lo que aquellos consideraban. A pesar de que la movilización revolucionaria había descendido en la segunda mitad de 1919, la prolongación de la crisis económica de postguerra, la inestabilidad de la situación política en algunos de los Estados vencedores (Italia, Reino Unido) y sobre todo la incapacidad de la Segunda Internacional para rehacerse favoreció que amplios sectores socialistas se decantaran en favor de la Tercera y de sus propuestas revolucionarias o de terceras soluciones organizativas que, empero, compartían la orientación revolucionaria. En diciembre de 1919 el Partido Socialista Independiente de Alemania (USPD) propuso la «reconstrucción» de una internacional revolucionaria incluyendo todas las formaciones contrarias a la reactivación de la Segunda Internacional. Fue concebida como un puente tendido hacia la Tercera, para negociar las condiciones definitivas de constitución de la internacional revolucionaria, entre las que destacaba la reivindicación de la «autonomía táctica» de los partidos nacionales (es decir, la soberanía en los asuntos nacionales propios); en lo que resultó fue en una salida para mantener la unidad en partidos muy divididos, con rechazo mayoritario al reformismo, pero renuentes a integrarse en la IC: el Partido Socialista Suizo, el Partido Laborista Independiente y la SFIO, que dejaron de participar en la Segunda Internacional. A la nueva iniciativa se sumó la decepción que comportó la reunión de Rotterdam del 13 de marzo de 1920, con una asistencia reducida de los laboristas ingleses, los socialistas suecos, belgas, neerlandeses y españoles y los mencheviques georgianos, y una representación de los socialistas revolucionarios rusos; apenas si sirvió para mantener la convocatoria del Congreso de Ginebra, que habría de celebrarse a partir del 31 de julio.


    Con ese dato en sus manos, el Comité Ejecutivo de la IC acordó el 22 de abril convocar para el 19 de julio el segundo congreso de la Internacional Comunista. En el documento con el que Zinoviev lo hizo público, en Pravda el 14 de mayo, se hacía constar que su objetivo era «determinar de manera clara y precisa la política de la IC, consolidar en ella una verdadera organización de comunistas, provista de un programa y de una táctica»[29]. Tras esa formulación general estaba el viraje de Lenin y Zinoviev –una vez que el momento insurreccional en Europa parecía pasado– hacia la formación de partidos comunistas de masas, una mayor ductilidad táctica en relación con los sindicatos y la participación electoral en una Europa en la que tras la guerra avanzaba la universalización del sufragio. Su intención era incluir en el proyecto comunista no solo a los partidos que ya habían decidido su participación, sino también a aquellos que ya estaban en posición de ruptura con la Segunda Internacional; neutralizando, al propio tiempo, el riesgo de que ese proyecto pudiera desestabilizarse desde dentro, en nombre de las ilusiones «reconstructoras». Por ello el Comité Ejecutivo de la IC recibió de la manera más abierta a todas las delegaciones que acudieron al Segundo Congreso de la IC, desarrollado entre el 19 de julio y el 7 de agosto; y cerraron en él las condiciones de admisión y unos estatutos que establecieron formalmente su condición de partido mundial y no de plataforma mundial de partidos. Por otra parte, para que no se confundiera la naturaleza de ese partido mundial, ni la centralidad de la política revolucionaria, los sindicatos que se adhirieran a la Tercera se integrarían en una Internacional Sindical Roja, políticamente subordinada al proyecto comunista general.


    Las condiciones de admisión se materializaron en un documento de 21 puntos, de carácter político y organizativo: rechazo del reformismo y el orden de Versalles; defensa de las repúblicas soviéticas; apoyo a los movimientos de emancipación colonial; combinación de políticas de masas y mecanismos de preparación de procesos insurreccionales, en el ámbito táctico y organizativo; los partidos serían secciones de la IC, una sola en cada Estado, todos con la denominación «Comunista» y el gentilicio correspondiente; obligado cumplimiento de los acuerdos del Congreso Internacional y del Comité Ejecutivo en él elegido, aunque, dada la variedad de las condiciones de lucha en cada país, solo se aprobarían resoluciones generales obligatorias «en los problemas donde ello sea posible». En ellos se incluyeron garantías contra el reformismo y toda tentación «centrista» de compromiso: excluir del partido a los principales representantes de esas posiciones –se daban como ejemplo los nombres de Turati, Kautski, Hilferding, Longuet, Mc Donald–; separar de los grupos parlamentarios y las instituciones centrales del partido a los elementos dudosos; y combatir para separar igualmente de posiciones dirigentes en el movimiento obrero a reformistas y centristas. En cuatro meses desde el Segundo Congreso los partidos habían de realizar el suyo propio para pronunciarse sobre las 21 condiciones, que habían de ser aceptadas íntegramente para ser admitidos. Los estatutos dieron forma a la Internacional como partido, regido por el centralismo democrático, en el que el órgano máximo era el congreso mundial por celebrar cada año y, entre congreso y congreso, el Comité Ejecutivo de la IC. Este estaría integrado por cinco miembros del partido del país en el que el congreso hubiese fijado su sede, más un representante por cada uno de los doce partidos que cada congreso considerase más importante. En 1920 no se desesperaba todavía de que en Europa se reactivara la movilización revolucionaria, con la vista puesta sobre todo en Alemania, por lo que esa sede y el partido anfitrión podría variar en el futuro. No fue así y ello tuvo consecuencias en el funcionamiento de la IC, el peso de la sección rusa y las interferencias del Estado soviético; pero en 1920 eso no podía adivinarse.


    Los socialistas españoles tuvieron información tanto del intento de reactivar la Segunda Internacional como del movimiento de los «reconstructores», cuando a finales de abril Besteiro y Anguiano rindieron cuenta al Comité Nacional de su viaje a Holanda[30]. En la práctica sólo Besteiro pudo estar en Rotterdam, por cuanto Anguiano no pudo pasar la frontera neerlandesa, al serle encontrado por la policía de fronteras documentación que Merino Gracia le había entregado para que la hiciera llegar al Buró de Ámsterdam. Ello resultó una imprudencia. Por más que Anguiano no consideró que fuera improcedente hacer de recadero a quien tenía por compañero del movimiento obrero y del «tercerismo»; y tampoco llegó a pensar que ese gesto le creara problemas policiales, hasta el punto de impedirle asistir a la reunión de Rotterdam. El resultado del incidente fue que la versión que tuvo el Comité Nacional de la reunión de Rotterdam resultó solo la de Besteiro, quien sostuvo que la presencia laborista aseguraba la vida de la Segunda Internacional, por lo que había que ir al Congreso de Ginebra y rechazar el ingreso en la IC, sosteniendo que tal cosa significaría el aislamiento del PSOE del socialismo occidental. Anguiano no pudo refutarlo ni dejar en evidencia el fracaso de asistencia de la reunión de Rotterdam. De lo que sí pudieron informar ambos fue del proyecto de los «reconstructores», que valoraron negativamente, aunque por razones diferentes. Anguiano porque lo consideró ocioso e insistió en que la única alternativa era la Tercera; y Besteiro porque dudó de que «los rusos» dieran su apoyo a las demandas de «autonomía táctica». Aunque al año siguiente ese proyecto resultó clave en la decisión definitiva del PSOE, en aquel momento el movimiento de los «reconstructores» apenas incidió en el debate socialista. Poco antes de que Pravda publicara el anuncio sobre el Segundo Congreso de la IC, el Comité Nacional del PSOE decidió por segunda vez llevar la cuestión de las internacionales a un próximo congreso extraordinario del partido, que habría de celebrarse el 19 de junio[31].


    Las cuatro semanas que transcurrieron desde la convocatoria hasta la celebración pusieron en evidencia que en el PSOE se estaba produciendo ya una ruptura. Para empezar, la mayoría de la Ejecutiva, encabezada por Besteiro y Largo Caballero, impuso un orden del día prolijo y capcioso, en el que se contemplaba la asistencia al Congreso de Ginebra pero no al de Moscú; y mantenerse en la Segunda, «hasta que la situación internacional socialista se defina mejor», asistiendo entretanto a todas las reuniones que postularan una sola internacional, lo que rompía el acuerdo del primer congreso extraordinario. A renglón seguido se planteaban las otras dos opciones –adherirse a los «reconstructores» o ingresar en la IC–, con la particularidad de que esta última posibilidad se presentaba dividida por la disyuntiva de hacerlo «incondicionalmente» o «con condiciones». El resto del orden del día eran puntos doctrinales sobre las cuestiones que el sector reformista consideraba de principio: libertad táctica y falta de obligatoriedad de los congresos de la IC, si se entraba en ella; y confirmación del gradualismo y la participación electoral e institucional, habida cuenta que prejuzgaban que la única política comunista era la del Buró de Ámsterdam y que los «terceristas» del PSOE la compartirían como lo hacía el PC Español[32]. Lamoneda y Núñez de Arenas protestaron en la reunión, sin éxito, y no tuvieron más salida que publicar en El Socialista las discrepancias respecto al orden del día, que consideraban parcialmente tendencioso. A lo largo de las siguientes semanas el diario del PSOE publicó artículos de todos los miembros de la Comisión Ejecutiva, así como de Fabra Ribas, Acevedo, Pérez Solís, Comaposada y, finalmente -el mismo día del congreso–, Pablo Iglesias. Fabra Ribas fue el único en defender la adhesión al movimiento de los «reconstructores» e Iglesias invocó, sin entrar en el fondo de la cuestión, una solución de unidad: ir a Ginebra y a la conferencia de los «reconstructores» para abogar en ambas reuniones en favor de una sola Internacional, y dirigirse al «Comité socialista de Moscú» para que hiciera por su parte todo lo posible porque hubiese una sola Internacional Socialista.


    El congreso se reunió y Largo Caballero pretendió el primer día que este se suspendiera, al considerar que era poco representativo, por asistir a él solo delegados de 12.491 afiliados, ni una cuarta parte de los 52.877 que registraba entonces la secretaría administrativa[33]. Como alternativa proponía pasar a referéndum interno de todo el partido el orden del día de la Comisión Ejecutiva. Ni su maniobra ni ese orden del día prosperaron. Núñez de Arenas dejó en evidencia a Largo Caballero al recordarle que, según los estatutos, los afiliados que tenían derecho a estar representados en el congreso eran los que estaban al corriente de su cotización; condición que solo cumplían 19.526 afiliados[34], por lo que los delegados presentes representaban el 64 por 100 de los afiliados con plenos derechos. Tras la intervención de Núñez de Arenas el congreso decidió no tomar en consideración la propuesta de Largo Caballero y acto seguido rechazó también el orden del día del Comité Ejecutivo, eligiendo una ponencia para que propusiera los temas de debate, integrada de forma mayoritaria por partidarios del ingreso en la IC (Anguiano, García Cortés, Mancebo y Vicente). La ponencia aprobó por mayoría «ingresar incondicionalmente en la Tercera Internacional». Nadie en ella defendió a la Segunda Internacional, por lo que no se llegaría ni siquiera a proponer la permanencia. El ambiente, claramente inclinado hacia la IC, llevó a que el voto de minoría de la ponencia –Acevedo, De los Ríos y Suárez– no rechazara el ingreso en la nueva internacional, sino que lo condicionara a tres bases: autonomía en la táctica de lucha, derecho a revisar en el congreso del partido la doctrina y los acuerdos de la Internacional, y representar en esta el propósito de unificación de las fuerzas socialistas defendido por la SFIO y el USPD, a cuyas reuniones al efecto habría de acudir el PSOE; además lamentó el excesivo peso del «partido ruso» en la IC.


    La discusión fue a cara de perro, y las intervenciones más agrias provinieron de Besteiro; insistió en basar sus críticas en los textos del Buró de Ámsterdam, aun reconociendo que este ya había desaparecido, acusó a los comunistas de padecer «furores de mujeres histéricas» y pretendió desacreditar el principio de la «acción de masas» y defender el «régimen sindical» de la UGT con una frase que inspiraba vergüenza ajena: «Por aspirar a radicalismos opuestos a este funcionamiento han muerto Carl Liebknecht y Rosa Luxemburgo». Parecía que los «terceristas» se impondrían, hasta que Fabra Ribas marcó una salida: él estaba por los «reconstructores», pero dadas las circunstancias del debate se conformaba con la moción del ingreso condicionado en la IC; añadiendo, para ganar adeptos «terceristas» a su posición, que sería conveniente retirar la disposición final de la moción de minoría sobre la asistencia a otros congresos internacionales que tuvieran propósitos unificadores. La minoría de la ponencia aceptó la propuesta de Fabra Ribas y, en contrapartida, la mayoría sustituyó el término «ingreso incondicional» por «ingresar inmediatamente». Si Fabra Ribas estuvo hábil, los partidarios del ingreso en la IC no. Su rectificación tuvo una deriva imprevista cuando la delegación asturiana anunció que, dado que el mandato de su Federación era el «ingreso incondicional» y este se había sustituido por el «inmediato», votaría teniendo en cuenta el debate realizado en el congreso; esto es, sumándose al ingreso condicionado.


    Entre la maniobra de Fabra Ribas y la decisión de la delegación asturiana, lo que parecía una batalla ganada resultó perdida. Ganó el ingreso «condicionado», con 8.269 votos, frente a 5.016 del «inmediato» y 1.615 abstenciones que venían a representar a los partidarios de la Segunda Internacional. La moción vencedora era equívoca, se apoyaba en una suma de posiciones heterogéneas, y no tenía posibilidades de prosperar; como señaló López y López, eso sería imposible, porque era el organismo que admitía el que ponía condiciones y no al revés. El congreso acabó con la elección de una nueva ejecutiva, en la que Pablo Iglesias siguió por aclamación como presidente; Besteiro y Anguiano resultaron elegidos para la vicepresidencia y la secretaría general y el resto de miembros era una combinación de representantes de las tres posiciones manifestadas en el congreso: Lamoneda, López Baeza, Núñez Arenas, Ovejero, Largo Caballero, Fabra Ribas y Araquistain. El sentimiento de unidad prevaleció en esa elección que no daba mayoría absoluta a nadie en la dirección del partido; pero no lo compartieron ni Besteiro ni Largo Caballero, que se negaron a aceptar el encargo y fueron sustituidos por Fernando de los Ríos y García Quejido, con lo que, ahora sí, la mayoría quedó en manos de los partidarios de los «terceristas». De los Ríos y Anguiano fueron elegidos como delegados para asistir al próximo congreso de la IC, en su condición de portavoces de las dos mociones finalmente votadas. A pesar de las apariencias, ese resultado fue una derrota política de los partidarios de la IC. No habían conseguido una decisión clara, en el momento de mayor popularidad de la nueva internacional y de la revolución rusa entre su militancia; habían perdido la iniciativa y quedado a remolque de la más que improbable aceptación, por parte de la IC, de unas condiciones contrarias a su vocación de partido mundial. La posibilidad de rechazar las decisiones del congreso internacional había sido una de las principales críticas al funcionamiento de la Segunda Internacional, cuya falta de soberanía ejecutiva, precisamente, había dejado en papel mojado las resoluciones contra el revisionismo, el colonialismo y, finalmente, la guerra. Inmediatamente después sufrieron una segunda derrota, aún mayor.


    El rechazo de Besteiro y Largo Caballero a seguir teniendo responsabilidades de dirección en el PSOE no significó que dieran un paso atrás, sino todo lo contrario. Su beligerancia se trasladó al XIV congreso de la UGT, que empezó tan pronto como acabó el del partido; con una asistencia que representaba a unos 133.000 federados, el 61,6 por 100 de la afiliación del sindicato. A diferencia de lo ocurrido en el congreso del PSOE, Largo Caballero no aceptó en el sindicato ninguna transacción con los «terceristas». Defendió la permanencia en la Federación Sindical Internacional, la aceptación del nuevo orden internacional establecido en los tratados de Versalles, y el mantenimiento de la política que combinaba la lucha por mejoras materiales, con preferencia por la negociación, y la participación en las instituciones del Estado, incluidas las corporativas, como el Instituto de Reformas Sociales. Las intervenciones de Anguiano, Acevedo, Egocheaga y Núñez de Arenas no obtuvieron apenas eco. Su propuesta fue aprobada por 111.000 votos frente a 18.000 en contra y 3.900 abstenciones. Tras ello Largo Caballero se negó a ningún pacto de unidad para la nueva ejecutiva. Encabezada por Pablo Iglesias como presidente, Besteiro como vicepresidente y Largo Caballero como secretario general, no incluyó a ningún «tercerista»; García Quejido, que se presentó para la vicepresidencia, sólo obtuvo 7.000 votos frente a los 115.000 de Besteiro. La fuerza del «tercerismo» en la UGT quedó reducida a la mínima expresión y Largo Caballero y Besteiro convirtieron al sindicato en un ariete contra la IC.


    El contexto evolucionó en contra de los partidarios de la IC. En primer lugar por el agotamiento de la movilización social por toda la geografía española: de manera particular en Cataluña, con la CNT sometida a los golpes sucesivos del lock out patronal y la represión sanguinaria de los gobernadores Maestre Laborde y Martínez Anido hasta octubre de 1922; y en Andalucía con la remisión de las movilizaciones campesinas y la derrota de la huelga minera en Riotinto de 1920, la única que la UGT, dirigida localmente por Egocheaga, mantuvo como acción de fuerza. A ello se sumó el retroceso de las expectativas revolucionarias en Europa, después de que el Ejército Rojo quedó frenado por los polacos ante Varsovia[35]; y que el atractivo de la revolución y la República de los Sóviets se fue difuminando desde que la intervención militar de Francia y el Reino Unido cesó, en el verano de 1920. La guerra en el espacio del antiguo imperio zarista pasó a ser una guerra civil desnuda, con componentes difíciles de asimilar en Occidente; entre ellos el aplastamiento de la rebelión campesina dirigida por el anarquista Makhnó en Ucrania, desde noviembre de 1920, la invasión de Georgia –gobernada por los mencheviques– por el Ejército Rojo en febrero de 1921 y la represión de la sublevación de Kronstadt, un mes más tarde.


    En el otoño de 1920 la perspectiva de las elecciones generales del 19 de diciembre desencadenó una dura confrontación por las candidaturas en el PSOE, que mostró el cambio de tendencia que se estaba produciendo en la militancia. La pugna se agudizaba por las expectativas que las elecciones municipales de febrero habían generado –al pasar el PSOE de 82 a 578 concejales en toda España–, la activa beligerancia del sector anti«tercerista» y, en última pero no insignificante instancia, el control de El Socialista por parte de Fabra Ribas, que mantenía su dirección y la utilizó en momentos clave para erosionar la posición comunista. La beligerancia tuvo su exponente en la exigencia que la dirección de la UGT hizo al apoyo electoral al PSOE, condicionándola a que este no presentara ningún candidato hostil a la Federación Sindical Internacional[36]. Y tuvo efecto. En la ASM, la votación de las candidaturas atribuyó los seis primeros puestos[37] al sector reformista: Iglesias, De los Ríos, Besteiro, Largo Caballero, Prieto y Llaneza; no entró ningún candidato «tercerista» y ni siquiera un «reconstructor» como Fabra Ribas. Una parte de la ejecutiva dimitió como protesta, aunque García Cortés y dos más siguieron en ella. En el resto de España solo media docena de «terceristas» del momento fueron elegidos como candidatos: Ovejero, Mariano García Cortés, Luis Mancebo, Ramón Lamoneda y Manuel Serra Moret, tercerista más que dudoso, por Mataró. Ninguno de estos últimos resultó elegido y tampoco se cumplieron las expectativas de crecimiento: por el contrario, el número de diputados electos se redujo de seis a cuatro. La tensión acumulada y la decepción se tradujo en una bronca en Madrid tras el primer recuento de voto, alentada por El Socialista el 20 de diciembre, que se hizo eco del rumor de que los «terceristas» habían boicoteado las elecciones, llegando incluso a acciones de «sabotaje» contra la candidatura socialista. La ASM se vio obligada a formar una comisión de encuesta y, ante esa situación, el 5 de enero dimitió el resto que quedaba del Comité de la agrupación, con García Cortés al frente[38]. El error de los «terceristas» madrileños fue mayúsculo y definitivo. La elección del nuevo Comité, el 16 de enero, constituyó una derrota absoluta de los terceristas, por 117 votos frente a los 204 que obtuvo el bloque alternativo presidido por Largo Caballero. En vísperas del último congreso extraordinario, el sector contrario al ingreso en la IC pasó a controlar la estratégica agrupación madrileña, desde la que desencadenaron su ofensiva final.


    Decisión final. La fundación del Partido Comunista de España


    El acuerdo del segundo congreso extraordinario del PSOE no pudo cumplirse a tiempo de que De los Ríos y Anguiano participasen en el segundo congreso de la IC. Los delegados socialistas evitaron hacer el viaje en clandestinidad, optaron por hacerlo legalmente y hasta septiembre no obtuvieron el visado soviético, por lo que llegaron a la capital soviética el 19 de octubre; fueron acogidos sin problemas, alojados en el Hotel Lux, y recibidos días después por el Comité Ejecutivo de la IC y por Lenin[39]. Merino Gracia, que sí lo hizo en clandestinidad, partió, empero, demasiado tarde, habida cuenta de las dificultades y lentitud del viaje, y cuando llegó a Moscú el 27 de agosto el congreso ya había finalizado; logró, no obstante, que el Comité Ejecutivo de la IC reconociera al PC Español como su sección en España. Solo Pestaña, enviado por la CNT, llegó a tiempo de participar y se integró en la ponencia sindical, en la que criticó el papel dirigente atribuido al partido. Luego asistió a la conferencia preparatoria del congreso constituyente de la Internacional Sindical Roja (ISR), por celebrar en 1921, y firmó su documento de convocatoria haciendo constar que lo hacía como afiliado a la CNT, pero no en su representación, ya que la decisión sobre la participación correspondía a la organización. De su estancia y su participación en ambas reuniones Pestaña sacó una conclusión negativa, que no pudo comunicar a la CNT porque a su regreso a Barcelona fue detenido por orden de Martínez Anido a pie de barco. Entre una cosa y otra, la dimensión definitiva de la constitución inicial del comunismo español seguía pendiente de la gestión de De los Ríos y Anguiano en Moscú.


    El encuentro entre De los Ríos y Anguiano y el CE de la IC, con diversas reuniones a partir del 2 de noviembre y hasta el 8 de diciembre, en las que participaron Zinoviev y Bujarin, fue franco. Los delegados socialistas manifestaron ser representantes de dos corrientes y pidieron aclaraciones sobre los 21 puntos, que ya conocían; en particular sobre la constitución de organismos clandestinos, en vistas al momento insurreccional, el centralismo democrático y la obligatoriedad de las decisiones de los congresos de la Internacional. De los Ríos expresó a Bujarin sus discrepancias sobre el concepto de la revolución mundial, mientras que Anguiano se sintió identificado con él. A la espera de conocer la respuesta del CE de la IC sobre las condiciones presentadas por el PSOE, se produjo también una entrevista con Lenin el 10 de diciembre, en la que no debatieron sobre la Internacional, sino sobre el Estado soviético; Lenin les habló de los problemas que había acumulado durante la guerra civil y la continuidad del régimen de dictadura, que aceptó que era excepcional, pero había de mantenerse por las grandes exigencias de la reconstrucción económica. Tres días después recibieron el rechazo de la IC a las condiciones y la invitación a que aceptara los 21 puntos, como había hecho la mayoría del USPD en su congreso de octubre y haría la SFIO a finales de diciembre.


    De los Ríos y Anguiano regresaron a Madrid el 28 de diciembre y presentaron sus dictámenes discrepantes a la Comisión Ejecutiva; como en otras ocasiones, se pasó la decisión al Comité Nacional y este, reunido el 15 de enero, convocó un tercer y definitivo congreso extraordinario, que ya no podría ser sino de ruptura. Al día siguiente la dirección de la ASM pasó a manos del sector contrario al ingreso en la IC y un mes más tarde se recibió la noticia de la conferencia de los «reconstructores», que había fundado el 27 de febrero una «Unión de partidos socialistas para la acción internacional» –más conocida como Internacional Dos y media–, con la participación del Partido Socialista Austriaco, el Suizo y las minorías de la SFIO y el USPD, que no habían aceptado la integración en la IC. La nueva ejecutiva de la ASM ató los cabos y consiguió que la agrupación aprobara el 2 de abril el ingreso en la plataforma de los «reconstructores», por 243 votos contra los 147 favorables al ingreso en la IC. El único consuelo para los «terceristas» fue que la Federación Socialista Asturiana aceptó los 21 puntos, esta vez sin equívocos; un apoyo que ahora habría de resultar insuficiente. En el tercer congreso extraordinario del PSOE, iniciado el 9 de abril, la votación dio el triunfo a los «reconstructores» por 8.808 votos contra 6.025 de los partidarios de la IC. Tras conocer el resultado los delegados partidarios de la IC –a excepción de los de Almansa y Carabanchel y de Manuel Cordero– abandonaron el congreso del PSOE y fundaron el Partido Comunista Obrero Español (PCOE). Por otra parte, a diferencia de lo que sucedió en el partido, el inmediato congreso de las Juventudes Socialistas se pronunció a favor de la IC por 3.197 votos a favor contra 350 votos por los «reconstructores»; constituyéndose en el acto como Juventudes Comunistas, por acuerdo de la inmensa mayoría de delegados, que representaban a 3.026 de los 3.500 afiliados. No obstante, esas cifras de votación en los dos congresos no han de tomarse como afiliación efectiva; esta se decidió en las reuniones de las secciones locales de las dos organizaciones desarrolladas a lo largo de la primavera. En noviembre de aquel año la IC estimó que el PCOE y sus juventudes sumaban unos 4.500 efectivos[40].


    La constitución del PCOE abría la posibilidad de una mayor incidencia del comunismo en el movimiento obrero español, a través sobre todo de sus organizaciones en Asturias y Vizcaya. Perspectiva que se vio acompañada poco después por la decisión del Pleno de Regionales de la CNT, celebrado en clandestinidad en Barcelona el 28 de abril, de aprobar el ingreso del sindicato en la ISR, aunque insistiendo en la plena autonomía de la Confederación. En él participaron Andrés Nin por el Comité Nacional, Joaquín Maurín por la regional de Cataluña[41], Hilario Arlandís por la de Levante, Jesús Ibáñez por la de Asturias –todos ellos ya se habían manifestado en favor de la Tercera– Parera, de Aragón, y Belloso, del norte; la delegación andaluza, que llegó a Barcelona una vez celebrado el Pleno, acató sus decisiones. La reunión no pudo contar con la presencia de cuadros principales encarcelados o deportados que, como Seguí, Buenacasa o Pestaña, se habrían opuesto a buen seguro a tal decisión. Sin embargo, en el seno de la CNT se mantenía todavía un ambiente favorable a la revolución rusa y los detalles de constitución de la IC y la ISR no fueron conocidos en el sindicato hasta que Pestaña fue puesto en libertad en abril de 1922. El Pleno de abril de 1921 tomó el acuerdo que consideró representativo del estado de opinión interno –imposible de consultar en esos momentos– y envió a Nin, Maurín, Arlandis, Ibáñez y el francés Gaston Leval, este por la Federación de Grupos Anarquistas, al congreso fundacional de la ISR, que había de tener lugar en julio de 1921. Una buena noticia, que se torcería dos años más tarde.


    Lo inmediato, tras la constitución del PCOE, fue el proceso de unificación con el PC Español, al que los estatutos de la IC obligaban. No resultó fácil. En la primera reunión de las direcciones de ambos partidos, el 11 de mayo[42], la delegación del PC Español defendió que ellos representaban la política comunista revolucionaria, por lo que el partido unificado había de mantener su denominación, y el Comité Central y los Comités regionales habrían de estar integrados por dos tercios de miembros de su formación; además se había de excluir de entrada a los que consideraban «centristas» o «reformistas»: Anguiano, García Cortés, Pérez Solís, López y López y los asturianos Lázaro García y Acevedo. Era una lectura literal extrema de los 21 puntos y más que una unificación significaba un planteamiento de absorción. El PCOE respondió defendiendo que la proporcionalidad de los órganos de dirección se estableciera de acuerdo con la militancia respectiva y remitió la decisión sobre las exclusiones al congreso fundacional del partido unificado; entretanto, propuso avanzar con la fusión inmediata de los dos Comités Centrales hasta la celebración de ese congreso. El único acuerdo que se consiguió fue posponer la unificación para después del Tercer Congreso de la IC, convocado para el 12 de junio, con la previsión de resolverla en septiembre. Al congreso de Moscú ambas delegaciones acudieron por separado[43], manteniendo sus diferencias. Merino Gracia no logró del CE de la IC la absorción que pretendían y el Secretariado Latino de la IC, presidido por Humbert-Droz, estableció una unificación acordada por las dos partes, para lo que enviaría un delegado a España; entretanto designó a César R. González, del PCOE, como representante de los comunistas españoles ante el CE de la IC.


    Andrade salió decepcionado por esas decisiones y todavía más por el nuevo rumbo político impulsado en el Tercer Congreso. Tenía motivos. En el congreso Lenin puso a la internacional ante la dura realidad: el proceso revolucionario había de situarse en el tiempo largo –«será cuestión de años»–, por lo que había que superar el insurreccionalismo, que ampliaba la distancia entre el partido comunista y las clases trabajadoras; y también dejar atrás lo que calificó de empacho en la lucha con el «centrismo» y la confrontación con la socialdemocracia y conseguir el apoyo de la mayoría de los trabajadores[44]. Ese insurreccionalismo había tenido su última manifestación en el levantamiento frustrado del KPD en marzo de 1921, justificado con el argumento de que la misión histórica del comunismo era la de desarrollar constantemente una «ofensiva revolucionaria»; el argumento que en adelante sustentó la denominada «teoría de la ofensiva»: marchar siempre adelante y conseguir la unidad de las clases trabajadoras solo en torno al partido comunista. Contra ello Lenin y Trotsky subrayaron la necesidad de la conquista de la mayoría del proletariado. La rectificación se completó en el Primer Pleno Ampliado del CE de la IC, de febrero-marzo de 1922, con la aprobación de la consigna del «frente único»; no sin resistencias importantes: el PC Italiano, el PC Francés, y el PCE, por entonces ya unificado, votaron contra la propuesta de «frente único obrero». La disyuntiva entre «teoría de la ofensiva» y «frente único» y conquista de la mayoría, resuelta en la cúspide de la IC por el momento, se mantuvo, latente o activa, en la base de las secciones nacionales.


    Humbert-Droz encargó la intermediación entre los dos partidos españoles al comunista italiano Antonio Graziadei, que no pudo llegar a Madrid, por las condiciones clandestinas del viaje desde Roma, hasta la noche del 4 de noviembre. Alineado con el ala moderada del PC Italiano, en posiciones diametralmente opuestas a las del PC Español, buscó el compromiso[45]. Logró que el PC Español renunciara a las exclusiones a cambio de asegurarle la mayoría en el Comité Central y en los comités territoriales provisionales hasta la realización del congreso de unificación que se celebraría en cuatro meses; y evitó el bloqueo del PCOE argumentándoles que, dada su mayor afiliación, podrían corregir la correlación en el congreso. Hasta entonces, el secretario general del Comité Central sería Millá; que también fue designado redactor en jefe del periódico del partido, La Antorcha, flanqueado por Núñez de Arenas y Andrade. Finalmente, la denominación de la sección unificada pasaría a ser la de Partido Comunista de España (PCE), cortando toda sugestión de absorción de un partido por otro.


    Graziadei no entró en ninguna cuestión de fondo y no resolvió todo el conflicto. El antiguo grupo dirigente del PC Español, liderado por Andrade y Portela, se dispuso a actuar como colectivo organizado dentro del nuevo Comité Central, para garantizar la hegemonía de sus posiciones; sin que les secundara Merino Gracia, quien, por el contrario, publicó en La Antorcha, el 2 de diciembre, un duro artículo autocrítico contra la política desarrollada por su partido hasta entonces, asumiendo la nueva línea de la IC. El enfrentamiento se agravó cuando el 4 de diciembre el Comité Central unificado acordó la participación en las elecciones municipales de febrero de 1922. Andrade, Ugarte, Pumarega y Chicharro votaron en contra, argumentado que el partido no estaba todavía en condiciones de presentarse y que había un rechazo mayoritario entre los obreros españoles a la participación electoral, lo cual era una exageración, sobre todo respecto a las elecciones locales. Y dieron un paso adelante en la ruptura interna, con la publicación el 1 de enero de 1922 de un manifiesto, «A los comunistas españoles», firmado por el grupo minoritario del Comité Central y la mayoría del Comité Central de las Juventudes Comunistas, encabezada por su secretario general, Juan Fernández Castillo; en él rechazaron la gestión y los acuerdos del Comité Central y anunciaron que se constituían en Grupo Comunista Español, para rectificar el rumbo tomado por el proceso de unificación[46]. Como era de esperar, esa publicación supuso la exclusión de los cuatro miembros del Comité Central y de los miembros de la dirección de las Juventudes firmantes, hasta que el congreso de unificación examinara su caso.


    El congreso, celebrado entre el 14 y el 19 marzo de 1922 en Madrid, consumó la fusión; y también la derrota del grupo minoritario, sancionado con un año de incapacitación para tener cargos en el partido. La nueva dirección quedó encabezada por García Quejido, secretario general, y Lamoneda, «secretario del interior» –es decir, de organización–, más Virginia González, Manuel Núñez de Arenas, Exoristo Salmerón, Evaristo Gil, Ignacio Ojalvo y Antonio Malillos; César R. González fue elegido director de La Antorcha y Andrés Nin, que permanecía en Moscú desde que llegara en 1920[47], fue elegido para representar al PCE ante el CE de la IC. El sector procedente del PCOE había, efectivamente, invertido la correlación de fuerzas, ayudado por la torpeza de Andrade, Ugarte, Chicharro y Pumarega. Quizás de manera excesiva, por lo que el CEIC volvió a intervenir para gestionar la solución definitiva de la crisis abierta en enero y envió a España al propio Humbert-Droz. Este llegó a Madrid en mayo, se reunió con las dos partes, evitó condenar al grupo disidente, que había cambiado su plataforma –prohibida por el CEIC– por otra con la denominación de Unión de Cultura Proletaria; les reconoció que sin tener razón política general sus argumentos sobre la no participación electoral no dejaban de tener alguna base en España, pero les instó a acatar la sanción y disolver su segunda plataforma, con el compromiso de que el PCE no prescindiría de ellos, como así fue. Andrade, Ugarte, Chicharro y Portela, lo hicieron y solo lo rechazaron Pumarega y Juan Fernández Castillo, que abandonaron la militancia. El ejecutivo de las Juventudes fue repuesto, aunque Tiburcio Pico pasó a ocupar la secretaría general vacante[48].


    El PCE no tuvo tiempo para alegrarse. Aquella misma primavera se torcieron sus expectativas sindicales. Seguí, Pestaña y Buenacasa fueron puestos en libertad en la primavera de 1922 y sumaron sus fuerzas para que la Conferencia de Zaragoza de la CNT, el 11 de junio, revocara la integración en la ISR; acordó, en cambio, participar en el congreso fundacional de una internacional anarcosindicalista, que recuperó la histórica denominación de Asociación Internacional de Trabajadores. A los partidarios de la IC sólo les quedó la opción de mantenerse en la CNT como corriente minoritaria interna. El 24 de diciembre, los grupos sindicales comunistas de Cataluña, el País Valenciano, Asturias, Vizcaya y Burgos celebraron una conferencia en Bilbao, en la que se acordó constituir Comités Sindicalistas Revolucionarios dentro de la CNT, adherirlos a la ISR delegando en Nin su representación, y adoptar como portavoz el periódico La Batalla, fundado por Maurín días antes[49].


    Meses más tarde, en noviembre, el XV congreso de la UGT descartó definitivamente toda relación con la IC y la ISR. Después de un sangriento altercado, del que resultó muerto por tiro de revólver el socialista González Portillo, el congreso expulsó a los comunistas que asistían como delegados –poco más de una quincena de un total de 120, entre ellos Perezagua, Pérez Solís, Núñez de Arenas y Virginia González; los dos últimos fueron detenidos en la misma sala por la policía–, así como a los sindicatos que representaban y que sumaban tan solo 15.000 federados de los 208.000 de toda la UGT. La UGT quedó desvinculada por completo del PCE hasta 1935; y durante diez años, este intentó, infructuosamente, encontrar la compensación en la CNT, cuyo control persiguió sin éxito. La selectiva represión que empezó a padecer el PCE por el gobierno de la monarquía, ya aquel año, remató la erosión de cuadros, militantes e incidencia social. La configuración del PCE como partido de masas se bloqueó durante diez años.


    FRUSTRACIÓN DEL PARTIDO DE MASAS


    Primera actuación


    A pesar de esos reveses, las fuerzas iniciales del PCE constituían un punto de partida para crecer y hacerlo en la perspectiva del comunismo de masas. Heredaban del PSOE unas ochenta agrupaciones repartidas por toda España, a excepción de Castilla la Vieja (hoy Castilla-León) y Extremadura; con una importante implantación en el País Vasco y Asturias; un núcleo en Madrid relevante en la dirección, aunque con el hándicap de su muy débil incidencia sindical; y organizaciones dispersas en Andalucía, Galicia, Cantabria, Valencia y Castilla la Nueva (Castilla La Mancha); su incidencia en la CNT catalana era también un campo de crecimiento, aunque más lento, al exigir la transformación de la militancia sindical en la política. El punto fuerte del partido eran las regiones del norte, donde estaba la mitad de sus afiliados de toda España y era su principal lugar de acción obrera. La Federación Comunista Asturiana, con un millar y medio de afiliados, había conseguido controlar la Casa del Pueblo de Oviedo; además se puso al frente del proceso de radicalización en el Sindicato Obrero Minero Asturiano de la UGT, manifestado en la serie de huelgas generales de la cuenca minera: de diciembre de 1920, mayo y diciembre de 1921 y enero de 1922; entre mayo y octubre de 1921 la dirección del SOMA recayó directamente en los comunistas. En el País Vasco, con un millar de efectivos, predominaron en Bilbao, así como en la cuenca minera de Somorrostro y en los sindicatos del metal, la construcción y artes gráficas de la capital vizcaína; en junio de 1921 el comunista José Bullejos, enviado por la UGT en 1920 a reforzar el aparato del Sindicato Minero, sustituyó al prietista Constantino Turiel; el SMV se adhirió además a la ISR. Turiel y Prieto reaccionaron meses después constituyendo el Sindicato Minero de La Arboleda; la correlación entre ellos era favorable al SMV, que, con 1.330 afiliados, casi triplicaban el medio millar de su rival. El PCE, además, controlaba la Casa del Pueblo tanto en Bilbao como en San Sebastián. La presencia comunista en el norte se completaba con el núcleo de Santander, favorable a la IC en el congreso de 1921, uno de cuyos miembros, José Muñoz, fue elegido concejal en la capital cántabra en 1922[50]; así como con las agrupaciones de Vigo, Pontevedra y Santiago, en Galicia. La otra mitad del partido se distribuía entre Madrid, Castilla La Mancha, Andalucía y el País Valenciano. En la capital con una agrupación que influyó mucho en el partido y muy poco en el movimiento obrero; su mayor activo era Severino Chacón, fundador de la Federación Nacional Tabacalera en 1918, afiliado al PCOE desde el primer momento, aunque la Federación fue hasta los años treinta un sindicato independiente. Contaba con media docena de agrupaciones dispersas en Andalucía: Puente Genil –que regresó al PSOE en 1922–, Villanueva de Córdoba, Cuevas del Becerro, Torredonjimeno, Almería, Sevilla; así como en el País Valenciano: Alicante, Crevillente, Novelda, Castalia y Elche, además de Valencia, cuyo núcleo principal procedía de las juventudes lideradas por Julián Gómez, Gorkín, y tenía su principal expectativa en la influencia de Hilario Arlandis en la CNT local.


    No era un mal punto de partida, a condición de que se diera la orientación adecuada y un contexto, si no favorable, al menos no adverso. La primera se cumplió de manera deficiente. Para empezar, la función dirigente del ejecutivo quedó mermada por el hecho de que los primeros dirigentes del PCE lo fueron a tiempo parcial, sólo cuando habían acabado sus jornadas laborales[51]. Lo peor, empero, fue la confusión que generaron en la militancia las rectificaciones de la política de la IC; y sobre todo la prevalencia entre los comunistas españoles, en particular en el norte de España, de la «teoría de la ofensiva», de acuerdo con la cual solo importaban las luchas generales y la persistencia en la más absoluta confrontación con la socialdemocracia. Eso favoreció la propaganda anticomunista del PSOE y bloqueó la ejecución de la política de frente único. La condición del contexto, por su parte, fue hostil sin paliativos: involución política con represión gubernamental patronal, y crisis económica, particularmente en las áreas industriales, con desmovilización obrera.


    En Asturias la influencia inicial en el SOMA se malogró en la primera mitad de 1922, cuando los comunistas asturianos se enquistaron en el uso recurrente de la huelga general de la cuenca para hacer frente a la rebaja de jornales. Ese comportamiento respondía al malestar general de los mineros y su nada infundada radicalización; pero el hecho es que el sindicato venía perdiendo fuerzas de manera incesante desde 1919 – bajó de 29.000 afiliados entonces a 20.000 a finales de 1920–, por la doble presión de la acumulación de luchas y la reducción de trabajo a consecuencia de la crisis. A los comunistas les faltó flexibilidad sindical. Después de oscilaciones de la movilización, con huelgas generales puntuales entre diciembre de 1921 y enero de 1922, la patronal decidió lanzar un desafío a los sindicatos imponiendo unilateralmente una rebaja del 20 por 100 de los salarios. La respuesta del SOMA, impulsada por los comunistas, fue una nueva huelga general el 19 de mayo. Llaneza se opuso, pero mantuvo la dirección del comité minero, desde la que puso en cuestión la prosecución de la huelga; ante lo que comunistas y anarquistas constituyeron el 17 de junio un «frente único», presidido por Eduardo Castro, del PCE, que era un desafío a la dirección del SOMA. El endurecimiento del conflicto, en el que intervino el ejército, acompañó a la división obrera. El 25 de junio el SOMA expulsó a las 21 secciones integradas en el «frente único», y Llaneza quedó como interlocutor único de la patronal. La huelga acabó con una rebaja de salarios intermedia, arbitrada por el Ministerio de Trabajo, y con la derrota de los comunistas y anarquistas, que votaron, sin éxito, en favor de mantenerla. El agotamiento de los mineros se reflejó en la caída de la afiliación. En noviembre los sindicatos del «frente único» se constituyeron en Sindicato Único Minero, integrado en la CNT y bajo dirección comunista; su afiliación, 1.750 miembros, estaba muy lejos de la incidencia comunista un año atrás. El SOMA, aunque también perdió efectivos, siguió siendo de lejos el sindicato mayoritario, con 7.500 afiliados.


    Con un escenario similar de recesión, paro, rebaja de salarios, y diferencias tácticas –que incluyó el apoyo socialista a las peticiones proteccionistas de la patronal–, la confrontación entre los sectores obreros fue aún más dura en Vizcaya. En diciembre de 1921, Bullejos no vio otra cosa que el momento de «dar el decisivo asalto al poder»[52]. El Sindicato Minero de Vizcaya invitó en enero de 1922 al Sindicato de La Arboleda a constituir un «frente único», que este rechazó. Las relaciones entre ambos sectores, deterioradas desde un enfrentamiento a tiros en Gallarta, en noviembre de 1921, llegaron a la ruptura absoluta cuando la patronal anunció la reducción de salarios. El Sindicato de La Arboleda inició negociaciones, en tanto que el de Vizcaya llamó a la huelga general, convocando un mitin en Gallarta el 9 de abril para empezarla. El mitin acabó mal; a la salida se produjo un nuevo enfrentamiento a tiros en la carretera de Gallarta, en el que resultaron muertos dos socialistas, herido muy grave José Bullejos y heridos con pronóstico diverso otros cinco trabajadores. No quedó claro quién empezó, aunque el lugar donde se produjo, la carretera que unía Bilbao con Gallarta, plaza fuerte de los comunistas, puede apuntar a una provocación contra estos. Sea como fuere, el episodio perjudicó a los comunistas, a los que la prensa hizo responsables. La huelga general fracasó, sólo llegó a declararse en Gallarta y se impuso, con apoyo socialista, la solución del arbitraje gubernamental que reducía la cuantía de la rebaja salarial.


    En el informe que Jules Humbert-Droz envió al CE de la IC, el 18 de julio de 1923, no dudó en considerar que una de las causas del retroceso del partido, que habían contribuido a su aislamiento y a limitar sus posibilidades de acción, había sido «el empleo por él de medios terroristas, en particular en la lucha con los reformistas», señalando los episodios de Vizcaya y del XV congreso de la UGT; que se hubiesen producido provocaciones no disminuía el grave error de caer en ellas y «hacer así el juego a nuestros adversarios»[53]. Las consecuencias del ejercicio de la violencia para dirimir las diferencias obreras –algo no exclusivo de los comunistas: los tiroteos se producen cuando las dos partes llevan armas y las usan– eran la punta del iceberg de las causas del retroceso; el cuerpo sumergido era una política errónea, la adhesión a una concepción mesiánica de la función de vanguardia y una táctica de choque frontal permanente, asociada a un déficit de dirección en el partido y a la proliferación de las divisiones internas.


    El ejecutivo, encabezado por el veterano García Quejido, con una mayoría de miembros procedentes del PCOE, no fue capaz de imponer su autoridad. Las discrepancias internas se fueron acumulando. Las regionales del norte, sobre todo la vizcaína, criticaron a la dirección su apego a la antigua UGT y la subvaloración de la CNT. Sobre la participación electoral –planteada de nuevo por la celebración de elecciones generales el 29 de abril de 1923– el partido se dividió entre la posición del ejecutivo de participar con candidaturas propias, el abstencionismo propugnado por la Federación de Levante y la posición de los comunistas catalanes –bajo la influencia de Maurín, todavía fuera del partido– de formar parte de una coalición con el republicanismo de izquierdas. En esas condiciones, de retroceso y división, se reunió en Madrid el Segundo Congreso del PCE, entre el 8 y el 12 de julio de 1923; con la asistencia de Humbert-Droz, acompañado del francés Jacques Doriot, que habría de ser también uno de los enlaces del CE de la IC con su sección española. Humbert-Droz consiguió que se ratificara la línea de participación electoral sin alianzas, así como una mayor atención a la afiliación a la CNT; el frente único fue aceptado formalmente, aunque la realidad de la confrontación con los socialistas y con los anarquistas anuló las posibilidades de la consigna. Además Humbert-Droz impuso un nuevo Comité Central de concentración, con diez miembros del saliente y cinco de la tendencia de oposición. Lo abandonaron García Quejido, Núñez de Arenas y Virginia González, gravemente enferma, mientras que se mantuvieron José Baena, secretario internacional, y Lamoneda, secretario sindical; de la oposición de «izquierda» fue incorporado Luis Portela, como secretario «del interior», y Andrade y Vicente Arroyo, secretario de la regional del Centro, como vocales. Finalmente, hubo unanimidad –según Portela– en ofrecer a Óscar Pérez Solís la secretaría general del partido; su crédito había crecido con su gestión al frente de la Federación Vasco-Navarra, haciendo olvidar su pasado en Valladolid. Pero Pérez Solís rehusó la oferta y en su lugar se eligió a César R. González, que en el congreso había cooperado con la inclinación conciliadora de Humbert-Droz. Después de tantos incidentes en los dos primeros años parecía haberse llegado a un arreglo; coincidiendo con una mejora también en los frentes de lucha.


    El 9 de julio el Sindicato Minero de Vizcaya declaró una nueva huelga ante la negativa patronal a restablecer los salarios y la jornada de trabajo de 1922, toda vez que estaba mejorando la coyuntura. La huelga fue un éxito, incluso el Sindicato de La Arboleda acabó apoyándola, aunque no se integró en el Comité de huelga. A pesar de todo, la patronal aguantó sin ceder y la prolongación de la huelga, sin previsión de solución inmediata, llevó a los comunistas bilbaínos a llamar a una huelga general de veinticuatro horas en la ciudad, en apoyo a los mineros, el 23 de agosto. La UGT no la secundó, a pesar de lo cual en Bilbao pararon los tranvías y una parte de las fábricas y talleres. Pero el suceso más destacado del día fue el asalto de la guardia civil y la policía a la Casa del Pueblo, donde se habían reunido el Comité de huelga y los dirigentes sindicales para debatir si se había de prolongar el paro o dejarlo en la acción prevista de un día; tras una débil resistencia, la fuerza pública entró a tiros en el edificio, detuvo a una setentena y fusiló contra la pared a un grupo, causando dos muertes; Pérez Solís, que estaba entre los fusilados, resultó gravemente herido, aunque salvó la vida.


    A pesar de la detención del Comité de huelga, incluido Bullejos, el paro minero prosiguió bajo el liderazgo comunista, con Perezagua y Leandro Carro reforzados por Andrade, enviado por la dirección del PCE; por más que los socialistas empezaron a proponer a comienzos de septiembre la vuelta al trabajo. Su desenlace era imprevisible hasta que el 13 de septiembre el golpe del general Primo de Rivera cambió las coordenadas del conflicto. El 15 de septiembre se declaró el estado de guerra en Vizcaya y el ejército pasó a patrullar las calles de Bilbao, al tiempo que la policía inició una amplia redada contra los comunistas, deteniendo entre otros a Perezagua, el 24, y Leandro Carro, el 29. La situación de fuerza no dejó otro remedio que la vuelta al trabajo, que fue finalmente acordada por el propio Sindicato Minero de Vizcaya el 28 de septiembre.


    La proclamación de la dictadura dio también la puntilla a otro conflicto minero liderado por los comunistas, el de las minas de hierro de Serón y Bacares, en la Sierra de los Filabres de Almería. A comienzos de 1923, el Sindicato Minero, bajo la dirección de Justiniano Bravo –cuadro comunista de origen albaceteño enviado a Almería para organizar el partido–, emprendió una campaña contra la falta de asistencia médica[54], el incumplimiento patronal de la ley de accidentes de trabajo y la persistencia de jornales ínfimos. El despido de tres mineros y el incumplimiento patronal del pacto suscrito a instancias del gobierno civil para su readmisión y la atención de las reivindicaciones de los mineros, desembocaron a mediados de mayo en la huelga de todas las minas. El paro se prolongó durante meses, con huelga general de solidaridad en la ciudad de Almería el 24 de junio incluida; y llegó a su nivel máximo de tensión el 30 de agosto, cuando la Guardia Civil disparó contra los huelguistas que bloqueaban la formación de un tren de carga para reclutar a esquiroles, matando a uno de aquellos e hiriendo a varios. El golpe de Primo de Rivera acabó también con la huelga, que consolidó una organización comunista de un par de centenares de afiliados en Almería y la Sierra de Filabres.


    Primera clandestinidad


    El régimen primorriverista truncó las expectativas del PCE, centradas en el liderazgo de un sindicalismo combativo, que había encontrado su mejor audiencia en la minería. Primo de Rivera cortocircuitó la radicalización de los conflictos. El 2 de octubre el dictador pactó con Manuel Llaneza un acuerdo de protección gubernamental a la minería y a las mejoras conseguidas por el SOMA, a cambio de que este mantuviera su comportamiento moderado; ratificado por las ejecutivas del PSOE y la UGT circunscribiéndolo a la minería, fue en la práctica la pauta generalizada en las relaciones entre los socialistas y el régimen primorriverista, hasta que la entente entró en crisis a partir de 1927. No descartó de entrada el nuevo régimen llevar a los comunistas a algún acuerdo semejante; el gobernador de Vizcaya propuso a Pérez Solís y a Bullejos la reapertura de la Casa del Pueblo y la autorización de sus sindicatos a cambio de que renunciaran a la política de movilización[55], pero aquellos no aceptaron, lo que frustró la neutralización por pasiva del PCE.


    El régimen primorriverista pasó a combinar, contra el PCE, una relativa tolerancia respecto a La Antorcha –que siguió publicándose hasta finales de 1927– con una represión discrecional y recurrente que acabó desencuadernando la joven organización. La represión no era nueva. Se había sufrido ya parcialmente en 1922, a cuenta de la crítica comunista a la guerra de Marruecos, al Ejército y a la Corona, con procedimientos de jurisdicción militar que seguían en curso contra Lamoneda o el comité ejecutivo de las Juventudes Comunistas, detenido en agosto de 1922 por un manifiesto antimilitarista. Sin embargo, ahora se transformó en una persecución preventiva y generalizada. El 1 de diciembre, so pretexto de un inventado complot insurreccional de comunistas españoles y portugueses, se desencadenó una redada contra el partido en diferentes lugares de España y se suspendieron las actividades de los sindicatos controlados por los comunistas. Las detenciones se contaron por decenas y la nota oficial señaló a Madrid, San Sebastián, diversas localidades de Asturias y Vizcaya –incluidas Oviedo, Mieres, Bilbao, Gallarta, o Eibar, entre otras–, Sevilla, Montilla y Aguilar de la Frontera en Córdoba, Villanueva de la Reina en Jaén y «otras poblaciones». Fue un golpe general con un impacto psicológico y organizativo más que importante. Entre los detenidos estaban César R. González, Lamoneda, Andrade, José Barón, del ejecutivo del PCE, José Rodríguez Vega, del de las Juventudes, los asturianos Eduardo Castro, Lázaro García y José Rodríguez, el sevillano Manuel Hurtado, o Roberto Fresno de Vizcaya; una suma de caídas de cuadros nacionales y regionales que quebró la columna vertebral de la organización. A ello se añadió poco después el ingreso en prisión de Tiburcio Pico y José Bullejos, para cumplir sentencias por delitos de prensa. Oscar Pérez Solís se salvó, al estar convaleciente de las heridas padecidas en el asalto a la Casa del Pueblo de Bilbao. Portela huyó a Francia antes de ser detenido, donde se encontraban ya también José López y López, Manuel Núñez de Arenas y Julián Gómez, Gorkín, huidos anteriormente para evitar el cumplimiento de condenas. En los primeros meses de 1924 siguieron produciéndose detenciones de cuadros comunistas conocidos, cuando estos se manifestaban políticamente en público; en abril le tocó a Merino Gracia[56], instalado después del congreso de fusión en Barcelona. Los locales del partido fueron clausurados; los comunistas fueron desalojados de la Casa del Pueblo de Bilbao, que fue judicialmente entregada a las organizaciones socialistas. Para sortear el requisito del registro de sociedades y de autorización previa de actos, las agrupaciones comunistas formaron sociedades deportivas, habitualmente de fútbol, para seguir celebrando las reuniones de sus militantes. De ese primer golpe al PCE le salvó meses después el decreto de amnistía del 4 de julio, promulgado para encubrir la puesta en libertad del general Berenguer, condenado por los hechos de Annual. La inmensa mayoría de los presos comunistas recuperaron su libertad. La única buena noticia aquel año fue la integración en el PCE de Maurín y sus principales colaboradores en Cataluña –entre los que destacaban Pere Bonet, Víctor Colomer y Daniel Rebull, alias David Rey–, con lo que se formó de manera definitiva la Federación Comunista Catalano-Balear.


    Las detenciones de diciembre-enero llevaron a la dirección del PCE a extremar un comportamiento que había sido el habitual en la socialdemocracia en momentos de adversidad: priorizar la preservación de la organización frente al impulso de acciones que podrían erosionar todavía más las propias fuerzas. No era una decisión errónea, sin embargó chocó con el nuevo giro que se impuso en la dirección internacional tras la muerte de Lenin, en el contexto de la confrontación en el seno del PCR-b. Para cortocircuitar el apoyo del ala más radical del movimiento comunista a Trotsky, Zinoviev –aliado entonces con Bujarin y Stalin– maniobró asumiendo las posiciones de aquella. En la reunión del CE de la IC, de enero de 1924, destinada a examinar el fiasco de un nuevo intento revolucionario en Alemania en octubre, Zinoviev afirmó que el fracaso se debía al comportamiento de la socialdemocracia, que no había secundado la insurrección; e introdujo la noción de que esta se había convertido en una fracción del fascismo, por lo que el «frente único» no podía hacerse con su dirección, sino solo «por la base» y en torno al partido comunista. Añadió que el periodo de estabilización capitalista se empezaba a agotar; para él la formación del gobierno laborista encabezado por Ramsay Mac Donald en el Reino Unido, aquel mismo mes, era la prueba del nuevo ascenso de la movilización de masas y a Mac Donald le tocaría ser el Kerensky británico. Había que lanzarse de nuevo al asalto de la fortaleza burguesa y la «teoría de la ofensiva» volvió por la puerta grande a la política comunista. Ese nuevo giro se consagró en el V.o Congreso de la Internacional, entre el 17 de junio y el 8 de julio de 1924; además, para culminar el control de la IC ante las derivas del debate interno en el PCR-b, añadió un programa general de «bolchevización» interna de las secciones nacionales, reforzando los mecanismos de centralización en perjuicio de los de debate, instando a pasar de la organización territorial a la de células en los lugares de trabajo y a la proletarización de las direcciones. La «bolchevización», concebida en términos administrativos, abrió el camino para la exclusión de los disidentes.


    Tras el V.o Congreso, el CE de la IC presionó a la dirección del PCE, la criticó por no tenerle informado y la acusó de adoptar una política de pasividad, en particular ante la guerra de Marruecos, del Rif, reactivada con la intervención francesa a mediados de 1924. El ejecutivo español protestó el 20 de octubre, a través de Baena, considerando injustas las acusaciones y añadiendo que «por atenernos a la letra de las resoluciones de la Internacional, el Partido y la Federación de las Juventudes han sido prácticamente deshechos varias veces»[57]. El conflicto en ciernes acabó en una reunión del Pleno ampliado del Comité Central del PCE, en noviembre de 1924, en el que, ante el aluvión de críticas, la dirección elegida en el Segundo Congreso dimitió y fue sustituida por una «comisión provisional» integrada por Pérez Solís; Maurín, por la Federación Catalana; Martín Zalacaín (González Canet) por la de Levante; Martín Sastre, por Vizcaya; y Roberto Fresno por las Juventudes. La voz cantante de la crítica la llevó Maurín, quien posteriormente se atribuyó la condición de secretario general; no está claro que fuera exactamente ese su título, aunque sí que asumió de hecho la responsabilidad principal en el nuevo organismo de dirección, aceptado por el CE de la IC el 19 de enero de 1925. La voluntad de activar la política comunista no pudo cumplirse. A la semana siguiente del Pleno, la detención fortuita de González Canet y Martín Sastre, en Madrid, dio lugar a una nueva caída general que involucró también a los miembros del Comité Central dimitido. Maurín fue detenido en Barcelona, el 12 de enero de 1925. Pérez Solís, que escapó a París tras las primeras detenciones, regresó a España a comienzos de febrero, para encabezar en Barcelona una nueva dirección provisional; su empresa duró semanas: el 13 de febrero fue detenido también, junto con Roberto Fresno[58]. La situación era de desastre total: el partido descabezado, perdiendo militantes, y divididos y desorientados los que quedaban.


    Iniciativas infructuosas


    Ante la acefalia en que había quedado la sección española, una comisión especial del CE de la IC aprobó el 13 de abril la propuesta de Pérez Solís, Maurín y Arlandis –hecha desde su prisión en Barcelona– de nombrar como nuevo secretario general a José Bullejos, que se encontraba en Moscú como delegado del PCE desde octubre de 1924. Bullejos contaba con el apoyo de todos los sectores del interior y del grupo de exiliados en París, entre ellos Gabriel León Trilla, Luis Portela y Julián Gorkín; y se le dieron plenos poderes para organizar un nuevo aparato dirigente e impulsar la adecuación del partido al nuevo periodo «prerrevolucionario» y a la «bolchevización». Tras recuperar un primer contacto con el interior, se celebró en mayo de 1925 –en Ivry, municipio cercano a París– una reducida conferencia con delegados de Vizcaya, Asturias, Levante, Galicia, Cataluña y el nuevo responsable de las Juventudes, Agapito García Atadell; en ella se aprobó el nuevo Comité Ejecutivo con Bullejos como secretario general, Portela en la organización, Trilla de agitprop, Andrade, director de La Antorcha y dos vocales más de las federaciones de Asturias y Vizcaya. La aplicación de la nueva línea de la IC se materializó en dos iniciativas sucesivas que no llevaron a ninguna parte: la participación en el proyecto insurreccional de Francesc Macià y el primer intento de control general de la CNT. Entre ambas habría de llevarse a cabo la primera depuración general contra los residuos «reformistas» y la permanente disidencia «izquierdista», a la que se achacó el agravante de su conexión, más supuesta que real, con Trotsky.


    Macià había concebido en Francia una delirante propuesta insurreccional con la participación de su grupo, Estat Català, la corriente Aberri del nacionalismo vasco y la CNT (en realidad el Comité Nacional del sindicato de la época, instalado en Gijón, y representado en Francia por Rafael Vidiella). Su objetivo era derribar la monarquía y conseguir en ese proceso la autodeterminación de Cataluña y el País Vasco. A finales del verano de 1925, el PCE se sumó a la conspiración y se formó un Comité Revolucionario en París, que estuvo representado por Bullejos y González Canet; el grupo de París conectó con un reducido núcleo de militares españoles, federalistas (los capitanes Fermín Galán y Juan Perea y el teniente Jesús Rubio Villanueva), constituido a su vez en Comité Militar; para enlazar con los militares y reorganizar al partido se envió a Portela al interior. La gran baza del PCE era la financiación que la IC pudiera dar al proyecto, por lo que Bullejos, Macià y Josep Carner-Ribalta marcharon a Moscú, donde, junto con Nin, se reunieron a mediados de noviembre en diversas ocasiones con Zinoviev y Bujarin[59]; estos últimos frenaron la impaciencia insurreccional de Macià y condicionaron el apoyo económico al trabajo previo de agitprop que los españoles habrían de realizar. El único resultado fue un acuerdo genérico para luchar por la «abolición» de la dictadura y la monarquía, instaurar una república federativa popular, reconocer el derecho a la independencia de Cataluña y el País Vasco y la república del Rif, la retirada de las tropas españolas de Marruecos y la amnistía general para los presos políticos y sociales.


    El grupo de militares ratificó el acuerdo en enero de 1926[60], aunque con un tono más bajo, limitando su compromiso a «la resolución inmediata del problema referente a las distintas nacionalidades que integran España (Catalunya, Basconia, Galicia, etc…)», lo que sonaba más a federalismo que a separatismo y a «preparar el abandono de Marruecos», introduciendo un factor de temporalización en la presencia en el norte de África. Toda la conspiración se quedó en el papel. El Comité Nacional de la CNT no ratificó el acuerdo, se limitó a apoyar la insurrección cuando se produjera, pero rechazó iniciarla. La IC nunca proporcionó las 400.000 pesetas que pedían los militares para su organización del golpe. Y, finalmente, el PCE, que dudaba de aquel golpe insurreccional, rompió con el Comité Revolucionario de París en mayo de 1926. El episodio tuvo, empero, una deriva en el discurso político del comunismo español, que incorporó la versión esquematizada de la defensa leninista del derecho a la autodeterminación hasta la separación[61]; por más que nunca emprendiera acción alguna en tal sentido y se limitara a esgrimir tal derecho como un argumento táctico para la formación de un frente único revolucionario con los independentistas[62].


    La segunda iniciativa tampoco produjo resultados efectivos. La nueva dirección del PCE recuperó la idea de la unidad sindical defendida por los comunistas entre 1920 y 1922; pero, bajo los criterios de la política del «frente único por la base», quiso materializarla con la convocatoria unilateral de una Conferencia de Unidad Sindical que no tuvo ningún eco y que finalmente fue suspendida de manera indefinida en agosto de 1926. La alternativa pasó a ser controlar directamente uno de los dos polos del sindicalismo español de clase. En febrero de 1927 Bullejos escribió a la ISR: «Disuelta la Confederación, creen nuestros camaradas que el descrédito de los anarquistas hace posible a nuestro partido reorganizar la CNT»[63]. Reconstruir desde el PCE la CNT y crecer en el movimiento obrero a partir de esa CNT hegemonizada por los comunistas era un objetivo ambicioso, con precedentes parciales: los sindicatos únicos de la minería en el norte del país; la adhesión al comunismo de miembros de la CNT en Cataluña y Valencia; y más recientemente las relaciones entre la organización sevillana del PCE y la de la CNT, que a finales de 1924 habían constituido un Comité de enlace entre ambas[64] . Los sindicalistas revolucionarios de la CNT –entre los que destacaban entonces Manuel Roldán, Helios Gómez, Manuel Adame, los hermanos Mije, Manuel Delicado, José Díaz y Saturnino Barneto– se identificaban con la ISR y cotizaban para el Socorro Rojo Internacional. Buena parte de ellos fueron ingresando en el PCE; y entre los que lo hicieron primero estuvo Manuel Adame, quien, cuando a comienzos de 1927 fue detenido el Comité Regional de Andalucía, propuso encomendar a José Díaz la nueva dirección y la reorganización del partido en Andalucía. Díaz, que todavía no había ingresado en el PCE, lo hizo todo al mismo tiempo y aceptó la responsabilidad que se le daba. Si en Andalucía la militancia cenetista reconstruía el partido, ¿por qué no se había de seguir el camino inverso en toda España? Esa línea sindical, que se mantuvo en los siguientes cinco años, aisló al PCE en nombre de la inmediatez de una revolución en la que todo el protagonismo correspondía al partido, como exclusivo representante político del proletariado; en junio de 1930 se coronó con la constitución en Sevilla de un autoproclamado «Comité Nacional de Reconstrucción de la CNT», por imposición de Jacques Duclos, delegado en España entonces del CE de la IC, constituido exclusivamente por comunistas, con Adame al frente. Resultó un completo fiasco. La CNT estaba reorganizándose desde que el gobierno Berenguer la había autorizado de nuevo en abril y ni siquiera buena parte de los sindicatos comunistas, para empezar los de Asturias y Vizcaya, compartieron la idea del comité propio, que temían que fuera visto como una maniobra escisionista en el campo sindical. Cuando se reunió en Sevilla, del 3 al 5 de abril de 1931, la Conferencia del Comité de Reconstrucción Nacional de la CNT, quedó claro que su incidencia se reducía a Andalucía[65] e incluso en esa región era minoritaria. En el verano siguiente, el Comité de Reconstrucción de la CNT se trasladó a Barcelona para intentar ampliar la influencia, pero ni así consiguió prosperar.


    La reactivación emprendida en 1925 se completó con la elaboración de una concepción específica de la «revolución española», en la que el protagonismo principal corrió a cargo de los organismos de dirección de la IC, el Comité Ejecutivo y sus plenos, así como los organismos de supervisión y dirección intermedios, el Secretariado Latino y el Romano[66]. Las resoluciones del Secretariado de la IC de enero de 1927 y mayo de 1928[67], y los escritos del delegado de la Internacional M. Garlandi –nombre de guerra del comunista italiano Ruggero Grieco[68]– calificaron a España como un Estado capitalista, en el que predominaba el capital financiero, con supervivencias feudales en el campo, consecuencia de la posición en el seno de las clases dominantes de los propietarios terratenientes y garantizadas por la influencia de la Iglesia católica. Esas supervivencias, determinantes, por cuanto la economía española era todavía mayoritariamente agraria, impedían el desarrollo pleno de la economía y, en última instancia, el despliegue del capitalismo; las burguesías industriales, en particular las de Cataluña y el País Vasco, formaban parte de las clases dominantes, pero, pesar de su crecimiento cuantitativo no conseguían hegemonizarlas ni culminar el triunfo pleno del capitalismo como habían hecho las «revoluciones burguesas» en Europa. De todo ello se deducía que el momento histórico de la revolución española era el de la conclusión de la «revolución democrática-burguesa» –las tareas históricas de reforma política y reforma social– por parte del proletariado con el apoyo del campesinado, como etapa histórica previa, insoslayable para el avance hacia la revolución socialista. Esa simbiosis entre la Segunda Internacional y la simplificación de la doctrina elaborada por Lenin entre 1905 y 1917 se mantuvo hasta finales de los años sesenta, con modificaciones en el protagonismo de los agentes sociales y políticos; tenía una virtud, a pesar de su deficiencia teórica: daba respuesta a la disfunción que significaba proclamar que se estaba en un momento prerrevolucionario y constatar que no había en Europa, y menos en España, ningún atisbo de revolución socialista.


    Ruptura interna


    La aplicación de la línea del V.o Congreso de la IC tenía otra dimensión, que iba a desarrollarse so pretexto de la «bolchevización», la depuración organizativa del disidente. Trilla la empezó en noviembre de 1925 con la expulsión de Eduardo Castro en Asturias, con el que se solidarizaron otros dos fundadores del partido, Matías Suárez y Loredo Aparicio. En diciembre Portela fue destituido, acusado de no haber cumplido las instrucciones que se le habían dado en sus relaciones con los militares. En marzo de 1926 se expulsó a César R. González, Torralva Beci, José Baena y los miembros «reformistas» de la antigua dirección, y durante el año se multiplicaron las exclusiones de cuadros dirigentes en Asturias y Andalucía, bastantes de los cuales se reintegraron al PSOE y a la UGT. Después de la expulsión de dirigentes venía la de los militantes afines, o su abandono. Los 5.000 militantes que el PCE tenía a finales de 1923 se fueron reduciendo a un escaso millar a mediados de 1927, de los que casi la mitad se encontraban en Vizcaya. La sangría obligó en enero de 1927 a intervenir al CE de la IC; bajo su orientación la comisión española, presidida por Togliatti, acordó detener la depuración, y readmitir a todos los que aceptaran explícitamente la línea de la IC y la disciplina interna. Llegó tarde, pues muchos de los expulsados pusieron fin a su militancia comunista; y tampoco Trilla se esforzó en recuperar a quienes había expulsado.


    El exhorto de Togliatti se debió a un interludio en la deriva de la política de la IC impulsada por Zinoviev. Después de que este rompiera con Stalin y se sumara a la oposición, fue destituido del Comité Central del PC(b) de la URSS en julio de 1926[69] y perdió con ello su presencia en el CE de la IC y la Presidencia de la Internacional. La máxima función dirigente en esta fue asumida por Bujarin, como principal representante del partido ruso en el CEIC, con el concurso de Manuilski; en el VI.o Congreso de la IC, en julio de 1928, fue elegido presidente de la IC, de manera formal. Ese cambio significó un freno temporal a las depuraciones internas y la reconsideración del desarrollo de las aplicaciones más sectarias de los acuerdos de 1924. En ese contexto, la resolución sobre la cuestión española del CE de la IC de enero de 1927 no sólo frenó la «bolchevización» depurativa, sino que Togliatti propuso como fórmula política concreta para la línea inmediata del PCE la reivindicación de una república popular y federal, sobre la base de la representación de trabajadores y campesinos; aunque el texto definitivo sufrió un recorte, dejando la base social de ese régimen de transición en «la representación de la clase trabajadora». La fórmula se correspondía con el concepto de «revolución popular» que estaban empezando a desarrollar los comunistas italianos y la reintroducción del federalismo superaba la desnudez política de la mera invocación propagandística del derecho de autodeterminación.


    El interludio fue breve. Bujarin fue derrotado por Stalin a comienzos de 1929 y acabaría asimismo desplazado de la Presidencia de la IC, que pasó a ser ejercida en funciones por Manuilski, el representante de Stalin en el CE de la IC desde 1926. El X Pleno Ampliado del CE de la IC, en julio de 1929, desautorizó como «oportunismo de derecha» la posición de los italianos sobre la revolución popular y la amplia alianza social que había de sustentarla; además, consagró la tesis del «socialfascismo», al calor de la sangrienta represión de la manifestación comunista del 1.o de mayo en Berlín por parte del gobierno socialdemócrata del Land de Prusia. El nuevo giro repercutió en el PCE, que entre su Tercer Congreso, reunido en París en agosto de 1929, y la denominada «Conferencia de Pamplona», celebrada en Bilbao en marzo de 1930, ratificó la predicción de una inmediata ruptura revolucionaria –«democrático-burguesa», dirigida por el proletariado– como salida a la crisis de la dictadura de Primo de Rivera. Abandonó el objetivo de la república popular y federal, lo sustituyó por la consigna de la «dictadura democrática del proletariado y el campesinado» en términos abstractos y vacíos de contenido; y rechazó la propuesta de la Federación Comunista Catalano-Balear de propugnar una república federal democrática como alternativa a la dictadura, así como cualquier alianza con el movimiento republicano. En definitiva, ante la confusión provocada por las diferentes lecturas y relecturas de las consignas elaboradas por la IC, la invocación cada vez más recurrida fue la de los «sóviets». Se impuso el aislacionismo más absoluto frente a todas las organizaciones obreras y políticas de izquierda; se denunció al movimiento republicano como un intento de manipular para fines políticos burgueses las luchas obreras, intensas en el otoño de 1930; y se condenó por esa razón la sublevación de Galán y García Hernández en Jaca del 12 de diciembre de 1930.


    En 1930 el PCE tocaba fondo. En el momento del Tercer Congreso se había reducido a 800 militantes, con organización real solo en Vizcaya –216–, Andalucía –165–, Cataluña –145– Asturias –140– y Castilla –80, incluida la agrupación de Madrid–; toda la dirección estaba en la cárcel, menos Arroyo, que no mostró gran capacidad en la gestión de la asamblea comunista. La dirección encabezada por Bullejos estaba enfrentada con Maurín desde que en 1927 fuese puesto en libertad[70], en un conflicto en el que se mezclaron diferencias políticas y rivalidades personales por el liderazgo del comunismo español. Tras su libertad, Maurín marchó a París y se organizó en el gru­po comunista español, pero siguió dirigiendo a los comunistas cata­lanes. Por otra parte, sus relaciones con comunistas franceses disiden­tes (Souvarine, Rosmer, entre otros) y con Nin –cuya corresponden­cia le mantenía al tanto de los conflictos internos en la URSS– propiciaron que fuese elaborando una posición política propia, en sintonía con lo apuntado durante el interregno de Bujarin al frente de la IC. La dirección del PCE gestionó con torpeza el inicio de la discrepancia, negándole a Maurín la participación en el Tercer Congreso del partido; y cuando este regresó a Barcelona, en junio de 1930, le conminó a hacer una declaración pública de retractación, a lo que se negó en redondo, por lo que fue expulsado del PCE. La Federación Comunista Catalano-Balear se solidarizó con su líder y fue asimismo expulsada; en agosto se expulsó a la Agrupación Comunista de Madrid, en la que Portela había vuelto a sumir el liderazgo. Ambas organizaciones llamaron en septiembre de 1930 a desconocer a la «falsa dirección» del partido y a celebrar un «congreso de unificación de todas las fuerzas comunistas de España», e intentaron obtener el apoyo del CE de la IC. Durante un tiempo Maurín mantuvo relación con los delegados de la IC, pero no consiguió que revisaran el acuerdo de la dirección del PCE. No tenía ya la confianza de la dirección de la Internacional, y su denuncia sobre la usurpación de la dirección no era cierta. Bullejos y Trilla fueron muy poco hábiles, pero no eran dirigentes ilegítimos, ni desde la perspectiva de la dirección de la IC ni desde la de la mayoría de la militancia.


    La ruptura con la Federación Comunista Catalano-Balear supuso la primera escisión en el movimiento comunista español. Ante las elecciones del 12 de abril de 1931, el PCE se presentó en solitario, contra todos, y con sus fuerzas tan minimizadas que ni siquiera en Sevilla pudo obtener un resultado satisfactorio: entre 800 y 1.000 votos en la ciudad en que habían controlado hasta entonces la movilización obrera; en Madrid un par de centenares, en Barcelona apenas cien; algún concejal disperso en el norte y en Andalucía. La Federación Comunista Catalano-Balear se coaligó con el Partit Comunista Català[71], constituido de manera independiente de la Internacional Comunista, para formar la plataforma del Bloc Obrer i Camperol (BOC)[72]. La presentación de esa misma candidatura en las elecciones a Cortes Constituyentes, en junio de 1931, rompió definitivamente las relaciones entre Maurín y Humbert-Droz y significó la ratificación de su expulsión y sus seguidores por el CEIC, publicada en Moscú el 3 de julio. El PCE se quedó con una organización minúscula en Cataluña hasta 1933, cuando empezaría a crecer, aunque muy lentamente y sin ningún dirigente de relieve ni en el espectro político catalán ni en el movimiento obrero.


    LA ECLOSIÓN


    Contra la «república burguesa»


    En vísperas de la proclamación de la Segunda República, en el trámite final de la quiebra de la monarquía, el Comité Ejecutivo del PCE tomó dos medidas organizativas: el traslado definitivo de la sede de la dirección del partido a Madrid; y el cambio del portavoz que había sustituido en Barcelona a La Antorcha, Heraldo Obrero, por Mundo Obrero que había empezado hacía poco a publicarse, en agosto de 1930, en Madrid, el cual y a partir de primeros de marzo de 1931 fue convertido en «órgano oficial del Partido Comunista de Espa­ña»[73]. Lo hizo en contra de la delegación de la IC (Humbert-Droz y Rabaté), que consideraba un error abandonar la ciudad obrera más importante, sin por otra parte modificar en absoluto la política estéril que se venía desarrollando. Los comunistas no entraron con buen pie en el régimen republicano proclamado el 14 de abril. Aquel día sus muy minoritarias manifestaciones en la calle en contra de la «república burguesa» les ganaron los abucheos o la indiferencia de la gran mayoría del pueblo, que celebraba su proclamación. No obstante, la etapa constituyente que se abrió y el nuevo régimen de libertades favoreció una lenta recuperación del PCE, aun a pesar del fracaso de sus predicciones y decisiones políticas. Por más que se pretendiera en la propaganda comunista que nada sustantivo había cambiado, la realidad era que sí y que eso beneficiaba objetivamente al PCE, como al resto de formaciones populares; en cualquier caso, el límite de ese beneficio lo ponía el ajuste de la propia política comunista a la nueva realidad.


    Gabriel Trilla teorizó en su proyecto de tesis de octubre de 1931[74] el rechazo a la Segunda República en continuidad con la caracterización hecha sobre la «revolución española». Se mantenía la interpretación de fondo, añadiendo tan solo que con el nuevo régimen se había producido un cambio en la correlación de fuerzas de las clases dominantes, al haber conseguido la gran burguesía arrastrar a la pequeña burguesía y a «capas importantísimas» de la clase obrera a sus posiciones; lo había conseguido mediante la intermediación reformista, sobre todo del PSOE y de la UGT, que era en sí misma contrarrevolucionaria. Dado que la crisis económica mundial, iniciada en 1929, parecía anunciar la inminencia del periodo «prerrevolucionario», la República fracasaría como lo había hecho la monarquía. El discurso de rechazo fue integral y monocorde: el gobierno era contrarrevolucionario, las Cortes Constituyentes eran el instrumento legislativo de la contrarrevolución en marcha, las leyes sociales –sin excepción– maniobras capciosas para en cualquier caso favorecer a las organizaciones socialistas y sus afiliados, etc., etc. La labor del PCE era la de extremar las contradicciones de clase, las confrontaciones sociales, para sacar a las masas de la trampa reformista y acelerar el tránsito a la fase revolucionaria. Y la única divisa contra la «república burguesa» era la república de los sóviets.


    En el objetivo de llevar los conflictos al punto más extremo destacaron dos líneas: la de la cuestión nacional y la de la cuestión campesina. Los comunistas, tanto el grupo disidente liderado por Maurín como la dirección del PCE, se significaron por su radicalidad verbal «autodeterminista», no acompañada por los hechos. En el ciclo de conferencias que el Ateneo de Madrid organizó sobre el Estatuto catalán, en junio de 1931, Maurín espetó al auditorio:


    Somos separatistas. Pero no separatistas de España, sino del Estado español. En España hay una pugna entre el Estado y las nacionalidades oprimidas. Hay que desarticular el Estado, romperlo, quebrantarlo. Solo cuando el Estado semifeudal esté destrozado, podrá formarse la verdadera unidad ibérica, con Gibraltar y Portugal incluso.


    Su intervención fue el escándalo del ciclo. Andreu Nin acusó a Maurín de haber pronunciado una «herejía marxista», sosteniendo que los comunistas no podían estar a favor de la independencia, ni fomentar el separatismo[75]. Siguieron discrepando hasta 1935. Maurín mantuvo su invocación separatista, aunque aclarando que solo era un recurso dialéctico y táctico:


    Si aceptamos como comunistas el separatismo es solo para desarticular el Estado español. Pero, una vez conseguido y el proletariado amo del Poder político, garantizada, efectivamente, la libertad absoluta de todos los pueblos ibéricos, no habrá ningún interés que los impulse a una separación suicida. En este aspecto está el ejemplo de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. No nos interesa la balcanización de la península ibérica. Por el contrario, hacemos nuestra la fórmula de Lenin: «separación en interés de la unión»[76].


    Nin defendió apoyar al movimiento catalanista –«el problema catalán»– porque consideraba que era un factor revolucionario, pero rechazó por completo hacer lo mismo con el nacionalismo vasco, por su carácter «atrasado y retrógrado», y tampoco apoyaba las reivindicaciones galleguistas o andalucistas, por ser, en su criterio, prácticamente inexistentes[77]. No obstante, la posición rompedora de Maurín no pasó de la agitación; cuando se tuvo que tomar una decisión política el BOC llamó a votar a favor del Estatuto de autonomía en el referéndum catalán del 2 de agosto de 1931, por considerar que hacerlo en contra significaría «ayudar al triunfo del centralismo de la burguesía panespañola». No consideró ni siquiera la abstención, aunque era obvio que sus votos no eran imprescindibles para que el proyecto de Estatuto se aprobara.


    A pesar de las invitaciones de Manuilski a que el PCE tomara en cuenta también que la «cuestión nacional» en España entrañaba un factor revolucionario, ni la dirección ni la militancia estuvieron inicialmente inclinadas a seguir esa orientación. En Cataluña la organización había quedado prácticamente desaparecida en 1931, por la ruptura del grupo de Maurín. En el País Vasco predominaba la posición de la provincial de Vizcaya –que seguía siendo una de las más nutridas en afiliados de todo el partido–, de absoluta hostilidad hacia el nacionalismo vasco; tanto más cuanto que en los primeros años de la República el PNV había acentuado su reaccionarismo y su clericalismo. Sólo entre la militancia guipuzcoana, encabezada por Jesús Larrañaga y Juan Astigarrabía, había conexión cultural con el vasquismo, pero no era ella la que marcaba la pauta política del comunismo vasco. La insistencia del CEIC para que se rectificara esa nueva pasividad se empezó a concretar en marzo de 1932 en el IV.o Congreso del PCE, celebrado en Sevilla. En él se acordó reforzar a la organización catalana dándole una estructura regional específica; también se adoptó un nuevo lema complementario del autodeterminismo de Manuilski, el del «Estatuto de la revolución», que no tenía más contenido real que la negación de los estatutos reformistas del «imperialismo español». El lema apareció enseguida en la prensa del partido; pero las disposiciones organizativas tardaron un tiempo, interferidas por la crisis de dirección que estalló en el verano.


    Por lo que se refería a la cuestión campesina, el PCE se situó estrictamente en el marco del futuro gobierno obrero y campesino. Este sería el que daría la solución, con la expropiación de todas las tierras sin indemnización. La reforma agraria era una medida burguesa que sólo pretendía la supervivencia del feudalismo en el campo español. Tampoco cabía esperar nada de ninguna medida republicana. Lo que había que hacer, como forma de movilización y anticipación pedagógica del futuro al propio tiempo, era promover la ocupación revolucionaria de las tierras, fueran baldías o estuviesen en explotación por parte de sus propietarios. El PCE consideraba como únicos interlocutores campesinos de la alianza revolucionaria a los jornaleros, los arrendatarios y los pequeños campesinos. Todo ello resultaba un proyecto reduccionista y sectario que, a pesar de todo, empezó a ganarle algún apoyo –no tanto como esperaba– entre la España agraria, al calor de la lentitud de la política reformista y las reacciones caciquiles contra ella. Y también enemigos irreconciliables entre el pequeño y mediano propietario, al que empujaba en manos de la reacción antirrepublicana.


    Los límites de esa política a la contra se pusieron de relieve en el fracaso reiterado de su política sindical. La «reconstrucción nacional de la CNT» quedó en el absurdo cuando esta fue reconstituida por los anarquistas. En el otoño de 1931 el PCE rebobinó su línea sindical, no volviendo al punto de 1922, de defensa de la unidad sindical desde el respeto a las dos centrales existentes, sino al de 1926, erigiéndose en referente exclusivo de esa unidad que se concebía «por la base» y desde la cúspide del partido. Convocó otra vez una Conferencia de Unidad Sindical que, ante el escaso eco obtenido, no se celebró hasta el 30 de junio de 1932. Para entonces el CE de la IC ya había apremiado a la sección española a constituir, sin más, su propio sindicato[78]. De manera que, aprovechando aquella conferencia, una parte de los sindicatos asistentes fundaron la Confederación General Unitaria del Trabajo (CGUT). El sindicato del PCE –su primer secretario general fue Antonio Mije– nació con apenas 37.000 miembros, casi 30.000 de ellos de las sociedades obreras andaluzas; su afiliación máxima se produjo en 1934, con 48.000. De todas maneras, sería un error reducir a la CGUT el área sindical bajo influencia comunista. En la Conferencia de Unidad Sindical participaron sindicatos que sumaban 160.500 afiliados, de los que 75.200 lo estaban en los denominados sindicatos autónomos, 21.150 en sindicatos integrados en la UGT, 6.500 en la CNT y 7.400 en la Oposición Sindical Roja[79]. La cifra seguía siendo muy inferior a las de la UGT y la CNT, que contaban entonces con un millón y con medio de afiliados respectivamente; aun así, empezaba a tener un peso de movilización, en particular en Andalucía, donde sumaba 80.000 afiliados representados en la Conferencia, una cifra que era aproximadamente la mitad de la de la CNT en aquella región.


    Los datos de la conferencia sindical ponían de relieve el desplazamiento definitivo del eje principal del PCE desde sus presencias iniciales en el norte de España hasta su desarrollo en Andalucía. Desde los inicios de la república, la Federación Andaluza había pasado a ser, de lejos, la más nutrida del partido, con 3.400 militantes en 1931 y un máximo de 5.700 en 1932; en tanto que las de Vizcaya y Asturias solo sumaban 1.450 y algo más de 2.000 en las respectivas fechas. La presencia en Andalucía se manifestó en las elecciones de junio de 1931, en las que, de los muy escasos 58.000 votos obtenidos, casi 20.000 lo habían sido en aquella región; y eso contando con la decepción sufrida en Sevilla, donde por su presencia sindical habían esperado mucho más de los 5.200 votos obtenidos. En el año que transcurrió entre las elecciones a Cortes Constituyentes y la Conferencia de Unidad Sindical el PCE siguió avanzando más por el sur que por el norte. En las elecciones generales de noviembre de 1933 triplicó ampliamente sus resultados, obteniendo 167.670 votos, de los que casi 65.900 lo fueron en Andalucía; además, el PCE superó al PSOE en las ciudades de Sevilla y Málaga. En esta última, donde ningún candidato obtuvo el quorum para ser proclamado en primera vuelta, el PCE accedió a participar en la segunda vuelta en una Candidatura de Frente único Antifascista, integrada también por una escisión de izquierdas del partido radical y el PSOE; lo que le permitió que su candidato Cayetano Bolívar fuera elegido diputado, con un número de votos – 29.898– apenas 140 por debajo del candidato del Frente que quedó en primer lugar. No fue el primer diputado que representó al PCE en el parlamento español. Antes de él lo hizo, en cierta manera de prestado, José Antonio Balbontín; elegido en 1931 por el pequeño Partido Social Revolucionario, en febrero se incorporó al PCE, al que le pudo proporcionar su escaño, pero no sus votos. Bolívar fue su primer diputado en propiedad; manteniendo aquella mínima representación, habida cuenta de que Balbontín no pudo revalidar su escaño por Sevilla.


    Ese desplazamiento del eje principal del comunismo español intervino en la crisis de dirección que sufrió el partido en el verano de 1932 y en su resolución. El nuevo conflicto interno fue, como sucedió frecuentemente en aquella época en la IC, un pequeño drama de enredos que ahorraré al lector. Bullejos había perdido la confianza de los órganos dirigentes de la Internacional por su gestión del enfrentamiento con Maurín y más tarde por tomar decisiones organizativas en clara discrepancia con los delegados del CE de la IC. En particular chocó con Humbert-Droz, que hasta el penúltimo momento quiso salvar la continuidad de Maurín en el PCE; y con Codovila, principal delegado del CE de la IC en España a partir de abril de 1931, cuyo comportamiento de permanente interferencia en el trabajo de la dirección del PCE era una intromisión constante sobre Bullejos. Manuilski acumuló contra él reproches sobre lo que consideraba errores del PCE en la percepción del apoyo popular de la República –no en su denuncia como maniobra burguesa, que compartían–, la importancia de la cuestión nacional y la tardanza en la constitución del sindicato comunista. Las tensiones estallaron tras el frustrado golpe de Sanjurjo, el 10 de agosto de 1932, ante el que la dirección del PCE llamó a la huelga general para «defender la República». No es que Bullejos hubiese pasado a tener una apreciación positiva del régimen republicano, sino que, sacando la lección del error del 14 de abril, optó por aquella consigna, añadiendo que había que dar un contenido democrático revolucionario al rechazo de golpe militar.


    El debate político que se suscitó entre Codovila y Bullejos y en el seno de la dirección del PCE tuvo mucho de quisquilloso, sobre si Bullejos había transgredido o no la política de la IC. Sea como fuere, el desarrollo de los acontecimientos evidencia que la ruptura se había venido produciendo antes y que entre agosto y septiembre no hizo otra cosa que consumarse. Mientras Bullejos, con Adame, Vega y Trilla estaba en Moscú, discutiendo con el CE de la IC la resolución del conflicto y sus futuros personales, el Comité Central del PCE, convocado y dirigido por Codovila, acordó el 5 de octubre la expulsión de los cuatro y su sustitución por un equipo que reflejaba el peso andaluz: José Díaz pasó a ser el secretario general, el jerezano Manuel Hurtado Benítez secretario de organización y Mije secretario sindical, junto con los también andaluces Manuel Delicado y Adriano Romero; lo acompañaban Dolores Ibárruri, Vicente Uribe y Jesús Hernández, de las regionales del norte, y el valenciano Pedro Checa.


    En vísperas del giro de ciento ochenta grados de la política comunista tras el acceso de Hitler al poder en Alemania, la acción más destacable del nuevo grupo dirigente fue poner en marcha los acuerdos del V congreso de Sevilla sobre la cuestión nacional. En Cataluña se constituyó un Comité Regional con Ramón Casanellas[80] como secretario político; y se atribuyó a la organización del territorio la denominación de Partit Comunista de Catalunya, que tendría como portavoz el periódico Catalunya Roja, que se empezó a publicar en noviembre. Todo ello a tiempo todavía para presentarse en Cataluña como el único defensor del derecho de autodeterminación, por su rotundo rechazo tanto al Estatuto, como a la República, y postulando la alternativa de una Federación de Repúblicas Socialistas Soviéticas de Iberia. La pauta catalana fue aplicada al País Vasco, donde se promovió el ascenso del grupo guipuzcoano a la dirección de la Federación Vasco-Navarra y se inició la publicación de su nuevo portavoz Euskadi Roja, asumiendo por primera vez la denominación nacionalista de las provincias vascas. Esos cambios no tuvieron más incidencia que en la organización del partido. En el caso de Cataluña, en la atracción de algunos militantes del BOC (Pere Ardiaca y Tomás Pamies, entre ellos) y algunos anarquistas como Andrés Mora Escuté de Terrassa; así como en el entendimiento con el minúsculo grupo independentista del Partit Català Proletari[81] en contra del BOC, al que negaban que fuera sincero en su reivindicación del derecho de autodeterminación. Se siguió actuando a contrapelo de la dinámica política real; que en Cataluña se materializaba en la gestión de las transferencias y la aprobación de las primeras leyes del Parlamento catalán y en el País vasco en la superación de la dualidad entre los Estatutos de Estella, promovidos por el PNV y los carlistas, y el Estatuto de las gestoras de las Diputaciones, el «Estatuto de la libertad», que lo era por el PSOE. El PC de Euzkadi propugnó a su vez el voto contrario en el plebiscito del 5 de noviembre, del nuevo proyecto de Estatuto, pactado entre el PNV y el PSOE; un voto que también propuso el carlismo y que en Vizcaya y Guipúzcoa no pasó del 2 por 100 y en Álava, por la mayor incidencia de la derecha antirrepublicana, se elevó al 12 por 100[82].


    Del antifascismo al Frente Popular


    El nombramiento de Hitler como canciller de la república alemana el 30 de enero de 1933 impactó de inmediato en la IC; en febrero admitió ante la Internacional Obrera y Socialista que pudieran concertarse acuerdos a escala nacional para impedir nuevos avances del fascismo, aunque rechazara un pacto general entre ambas internacionales. No obstante, el temor a que un cambio de política reforzara las críticas que se venían haciendo a la línea seguida desde finales de los veinte[83] y la confianza en que Hitler no se consolidara y en que se generara una situación de crisis de la república alemana que abriría las puertas a la revolución frenaron en seco ese incipiente cambio. La mediocre dirección de la IC se atuvo a la doctrina del cuanto peor mejor. Por otra parte, Stalin, aunque ya en la primavera de 1933 hubiese puesto en hibernación el tratado entre Alemania y la URSS firmado en 1922, no reconoció hasta enero de 1934 ante el PC de la URSS que el enemigo principal había pasado a ser la nueva Alemania nazi; interpretando el tratado germano-polaco de aquel mes como un acuerdo de agresión a la URSS, en cuyo rechazo era en lo único que podían coincidir los dos Estados.


    A partir de ese momento el viraje comunista se aceleró, impulsado por los sucesos de Austria y Francia a comienzos de febrero de 1934. El autogolpe autoritario de Dollfuss para instaurar el sistema de partido único en beneficio del fascista Frente Patriótico obtuvo como respuesta la rebelión armada de la socialdemocracia secundada por los comunistas; tardía y de carácter defensivo, se mantuvo entre el 12 y el 16 de febrero, pero fue finalmente aplastada por la policía, las fuerzas paramilitares del Frente Patriótico y el ejército. El «austrofascismo» se consolidó y reforzó la amenaza de involución general en Europa. Por aquellas mismas fechas se produjo también la amenaza de un golpe autoritario en Francia, encabezado por la extrema derecha nacionalista con complicidades en la derecha republicana; después de que aquella intentara asaltar la Asamblea Nacional el 6 de febrero, sin lograrlo, se multiplicaron en París y otras ciudades de Francia manifestaciones en contra que culminaron en una huelga general y una nueva manifestación en París el 12 de febrero, finalmente convocadas conjuntamente por la SFIO, el PCF y sus sindicatos. La reacción obrera frenó por el momento el asalto autoritario, pero la amenaza se mantendría a lo largo de 1934 y 1935, de manera que la aproximación antifascista entre el PCF y la SFIO resultó irreversible. No se quedó en un hecho local: a partir de entonces se empezaron a producir cambios significativos en la IC. Primero fue la promoción de Dimitrov como nuevo líder de hecho del CE de la IC, en la que impuso el apoyo general a la unidad de acción entre comunistas y socialistas, dando carpetazo de hecho al «frente único por la base» y al «socialfascismo». El frente único sin reticencias, como fue aprobado en 1921-1922, quedó restablecido. Sin embargo, el viraje no se restringió a esa recuperación del rumbo unitario, ahora sí secundado por una parte de la socialdemocracia, con la SFIO y el PSOE a la cabeza. El 10 de octubre Maurice Thorez, secretario general del PCF, propuso que la unidad obrera se acompañara con la más amplia unidad antifascista: un «reagrupamiento popular» extendido a las clases medias y sus organizaciones políticas democráticas para defender las libertades y los sistemas democráticos.


    No sin algunas resistencias internas (entre otras la del húngaro Bela Kun), el CE de la IC, instado por Dimitrov y Togliatti, aprobó primero la iniciativa de Thorez y la fue luego haciendo extensible en 1935 a otras situaciones de amenaza fascista; aunque de momento en los términos de «frente popular por la base», rehuyendo llegar al compromiso de la coalición electoral. Esa limitación, impuesta por las divisiones internas en el seno de la dirección de la IC y por la reticencia de Stalin a un cambio tan radical, resultó superada por las nuevas iniciativas de Hitler, que en marzo de 1935 impulsó el rearme, sustituyendo el débil ejército que le había permitido el Tratado de Versalles por la Wehrmacht, con una orientación abiertamente ofensiva. Hitler arguyó que se había visto obligado por la ampliación del servicio militar en Francia; pero la suya era, a todas luces, una respuesta desproporcionada que amenazaba directamente a Francia y, a través de Polonia, a la URSS. En mayo de 1935 la perspectiva del «frente popular por abajo» fue abandonada en beneficio de una coalición política, también de carácter electoral para competir por el gobierno, que pudiera suscitar el apoyo de la más amplia alianza social de obreros, campesinos y clases medias contra el fascismo. Esa fue finalmente la línea general que aprobó la IC, bajo la denominación de Frente Popular, en su VII.o Congreso en agosto de aquel año[84]; con una cláusula singular, los partidos comunistas formarían parte de la coalición también después de las elecciones, pero en caso de triunfo y formación de un gobierno frentepopulista no se integrarían en él, lo apoyarían desde el Parlamento para cumplir el programa acordado. Y es importante aclarar que el Frente Popular no excluía el Frente Único. Todo lo contrario, el VII.o Congreso aprobó mantenerlo y potenciarlo con la formación de un sindicato unificado de toda la clase obrera y la unificación de socialistas y comunistas en un «partido único del proletariado»; si bien precisaba, marcando las cartas, que este se regiría por el centralismo democrático y los principios del marxismo y el leninismo.


    La amenaza de involución autoritaria en España cristalizó cuando la derecha republicana, el Partido Radical, ganó en minoría las elecciones generales de noviembre de 1933 y formó gobierno con el apoyo parlamentario de la derecha antirrepublicana, la CEDA; esta última se inspiraba en Dollfuss y en el Estado Novo de Salazar, en Portugal, para reclamar una revisión constitucional ante la que el Partido Radical se comportó de manera débil y ambigua[85]. Precisamente en aquellas elecciones, la nueva dirección del PCE, con el acuerdo de pactos locales limitados aceptados por las dos internacionales, instó a la participación en segunda vuelta en Málaga en la coalición antifascista por la que fue elegido Cayetano Bolívar. Ese hecho quedó entonces como circunstancial, por lo que el discurso general se mantuvo en la línea del «frente único por la base»; rechazando la participación del partido y la CGUT en la naciente Alianza Obrera, promovida por los socialistas a iniciativa de Largo Caballero[86] y la formación comunista disidente de Maurín. La lentitud del cambio llevó a Balbontín a abandonar el PCE, en marzo de 1934, con una «carta abierta al Comité Central» en la que reclamó un pacto unitario general entre el PCE y el PSOE, como el que ya se estaba produciendo en Francia.


    Esa unidad parecía lejana; no obstante, la derechización del gobierno Lerroux, que motivó en mayo el abandono del Partido Radical por parte de Martínez Barrio y poco más de una quincena de diputados de la formación, abonó el campo para la aproximación de las izquierdas republicana y obrera. Las Alianzas Obreras se extendieron por toda España; aunque solo en Asturias, donde se incorporó la CNT, y en Cataluña, en la que además del BOC participaban los Sindicatos de Oposición de la CNT, iba más allá de una plataforma conjunta de las organizaciones socialistas y el minúsculo grupo trotskista de la Izquierda Comunista de España constituido por Andreu Nin. Y el PCE se vio cada vez más presionado para adoptar una línea unitaria sin restricciones. A finales de julio la dirección del PCE propuso a la del PSOE un pacto de unidad de acción semejante al firmado por sus homólogos franceses; a lo que el PSOE respondió que esa unidad había de llevarse a cabo en el seno de las Alianzas Obreras. El impasse se resolvió en una reunión urgente de Codovila, Díaz y Mije con el Secretariado Romano de la IC, el 31 de julio en Moscú, en la que se acordó aceptar la condición socialista. La decisión fue formalmente ratificada por el Comité Central del PCE el 11 de septiembre –no podía hacer otra cosa– y el partido se incorporó a las Alianzas Obreras a punto para estar presente en el movimiento insurreccional de octubre, desencadenado como reacción ante la consumación de la entrada de la CEDA en el gobierno. El PCE no llegó a tiempo de diseñar y decidir la «revolución defensiva» de Largo Caballero, pero sí de estar en ella y sobre todo de capitalizar el recuerdo del movimiento y la continuidad de la política unitaria.


    La insurrección resultó un error y un fracaso; pero tanto uno como otro tuvieron sobre todo color socialista. Largo Caballero siempre esperó que nunca tuviera que producirse y que su anuncio, que era público, intimidara a Lerroux y no abriese la puerta a la CEDA. Nunca la preparó seriamente, ni en el plano político ni mucho menos en el plano militar. José Díaz dijo en el VII Congreso de la IC que su propósito había sido aplazarla algunos meses, pero sin formar parte del Comité revolucionario, integrado exclusivamente por socialistas, esa posibilidad no fue atendida; puede que fuera solo un argumento a posteriori, pero no dejó de reflejar la lamentable realidad de la insurrección. El PCE, que no participó en la dirección del levantamiento, no se retractó, ni abjuró de él o lo escondió, como hizo una parte del socialismo, ya fuera por convicción política (Besteiro y en parte Prieto) o como maniobra para evitar las responsabilidades penales, las cuales podían ser duras (Largo Caballero). Por el contrario, lo tomó como punto de partida para desarrollar dos líneas que iban a cimentar la eclosión política y militante del partido: la solidaridad y la política unitaria.


    La solidaridad dio respuesta a la amplia represión –política, policial y patronal– desarrollada al amparo del estado de guerra decretado el 6 de octubre. Ante ella se multiplicaron los comportamientos y redes solidarios, organizados e informales, de clase, de organización, local, familiar; no solo en el desarrollo de ayudas, sino con una consigna común, la amnistía, que cimentaba las propuestas unitarias, sin distinción de origen. El movimiento comunista destacó en el desarrollo de la solidaridad. Ya en noviembre de 1934 se constituyó en París un Comité Populaire d’Aide a toutes les victimes du fascisme en Espagne, a instancias del PCF; las organizaciones sociales de la URSS crearon fondos de ayuda económica a los presos y represaliados y acogieron a refugiados, muchos de ellos socialistas; fondos que se distribuyeron mediante la red del Socorro Rojo Internacional (SRI), creado en España en 1923, que hasta entonces había sido una organización marginal. Algo que contrastó con la débil reacción solidaria de la socialdemocracia europea, de lo que se quejó el mismo Prieto. Tampoco el PSOE estuvo diligente en la respuesta unitaria; el 13 de febrero de 1935 su ejecutiva rechazó la propuesta del PCE y el SRI de constituir organismos conjuntos, porque no los podría controlar. Aceptó a regañadientes formar parte del Comité Nacional de Ayuda a las Víctimas de la Represión, constituido en marzo, junto con el PCE, Izquierda Re­publicana y el grupo de Martínez Barrio; pero se negó luego a integrarse en el Comité Nacional Pro-Amnistía, integrado en junio por Izquierda Republicana, Unión Republicana, Esquerra Republicana de Catalunya, el Partido Federal, el PCE, la sección española del SRI y personalidades de prestigio como Clara Campoamor.


    Al contrario que el PSOE, los comunistas dieron en España una imagen de eficiencia y apertura al resto de fuerzas políticas. La acción solidaria, y la acogida de refugiados, aumentó también el prestigio de la URSS; de manera particular en la izquierda del socialismo español, representado por la revista Leviatán, dirigida por Luis Araquistain, que difundió la imagen de un proceso de democratización plasmado en la elaboración de la Constitución soviética de 1935. Incluso Prieto afirmó en abril de 1935, de manera positiva, que la URSS era un gran laboratorio social. Más contundentes fueron Santiago Carrillo, líder de las Juventudes Socialistas, o la diputada socialista Margarita Nelken, que formularon disyuntivas combativas: «o Alemania o Rusia», «o Roma o Moscú»[87]; ambos acabaron ingresando en el PCE en 1936. Entre 1935 y 1936, una parte de la militancia socialista, que hasta entonces había tenido a Largo Caballero como referente, basculó hacia el Partido Comunista; lo hicieron la mayoría de las juventudes y una parte de la UGT, radicalizada, de la que Amaro del Rosal fue uno de sus principales representantes. El resultado de su política unitaria comunista fue que el PCE tuvo por primera vez influencia en la política española y el partido aumentó sus efectivos: de los más o menos 14.000 militantes que había tenido entre 1932 y 1934 pasó a prácticamente 22.500 en febrero de 1936[88].


    El 26 de noviembre de 1935 el Buró Político del PCE dio un paso adelante en la recuperación del frente único y propuso a la Ejecutiva del PSOE crear un comité de enlace y asumir un programa común: el impulso de lo que pasó a llamar Alianzas Obreras y Campesinas, creando comités en los centros de trabajo y territoriales y un comité nacional; impulsando la unificación sindical y de los comités de ayuda propresos; y constituyendo una Concentración Popular Antifascista[89]. El PSOE rechazó adoptar cualquier programa común y solo aceptó considerar una comisión de enlace, sin funciones ejecutivas generales, que se atuviera a acciones concretas. El PCE cedió para salvar al menos una comisión de enlace, con extensiones provinciales, para la lucha contra la represión, la defensa de las mejoras sociales obtenidas que el gobierno radical-cedista estaba anulando, y la lucha contra las organizaciones fascistas. No obstante, a lo largo de 1935 se fue aceptando la perspectiva de la unificación sindical en términos de ingreso de los sindicatos controlados por los comunistas en la UGT; así como la formación de una alianza política amplia, no limitada a socialistas y comunistas. Lo que sí se quedó como hecho del pasado fue el movimiento de las alianzas obreras, tanto en la formulación de 1934 como en los términos en que quiso reformularla el PCE, sin éxito.


    Como ocurrió en el conjunto de la IC, el PCE fue evolucionando en la formulación de su nueva política de alianzas. Durante el invierno de 1935 la Concentración Popular Antifascista fue concebida como un frente popular «por abajo», resistiéndose todavía a la coalición política amplia; el pacto político, por arriba, se restringiría al PSOE y se pretendía que las Alianzas Obreras se ampliaran no solo al campesinado, sino también a los profesionales, intelectuales y la pequeña burguesía, lo que era poco menos que surrealista. La construcción por «abajo» fue abandonada por el propio CE de la IC y el término «Concentración Popular Antifascista» fue sustituido en España en el verano por el de Bloque Popular, que se utilizaría durante algún tiempo de manera simultánea con el de Frente Popular. En cualquier caso, su contenido pasó a tener un doble significado: el de la alianza de sectores sociales diversos mediante un compromiso programático, no encorsetada en un organismo obrero, como se había pretendido; y el de la coalición política para fines electorales y, en su caso, de gobierno, abierta incluso a elementos del republicanismo centrista, como Martínez Barrio, una de las bestias negras que habían tenido los comunistas.


    Formación y victoria del Frente Popular en España


    La traducción del antifascismo unitario en la propuesta política específica del Frente Popular se benefició de la rápida descomposición de la coalición de intereses entre el Partido Radical y la CEDA, que dejó más que a medias la contrarreforma acordada: la revisión de la reforma agraria y de la constitución de 1931 en un sentido autoritario. El gobierno de las derechas resultó altamente inestable, con cinco ejecutivos distintos en catorce meses, como consecuencia de su pugna interna por la hegemonía. A finales de 1935 Gil Robles exigió una ampliación de la presencia gubernamental de la CEDA, que Lerroux no aceptó, consumándose la ruptura entre ambos. La CEDA arremetió contra el Partido Radical, acorraló a Lerroux con el escándalo del «estraperlo», una concesión irregular a un casino en septiembre de 1934, que involucraba a su hijo y a su antiguo ministro de Go­bernación Salazar Alonso. Pero la dimisión de Lerroux no le dio el gobierno a Gil Robles, como este esperaba, por la oposición del presidente de la República. La crisis entre las derechas se prolongó y Alcalá Zamora optó a comienzos de diciembre por forzar una nueva convocatoria anticipada de elecciones, con la esperanza de promocionar desde el gobierno una improvisada alternativa «centrista».


    Ante la inmediatez de las elecciones, todos los cálculos y propuestas sobre coaliciones que se habían venido haciendo desde comienzos de 1935, cuando se pensaba en la celebración de las municipales, que ya tocaban, tuvieron que entrar en la fase de resolución. En la prehistoria del Frente Popular en España estuvieron las propuestas comunistas de Concentración de Fuerzas Populares y Bloque Popular y la iniciativa de Azaña, que desde enero de 1935 instó a Prieto a recuperar la alianza entre socialistas y republicanos de izquierda, pensando en las municipales. Prieto las sumó, proponiendo a su partido una coalición «a derecha e izquierda» que incluyera a socialistas y comunistas; ello para sorpresa de Azaña, que nada quería entonces con el PCE, y desagrado de Largo Caballero, que sólo aceptaba la posibilidad del frente obrero en el que incluía a sus antiguos aliados en las Alianzas, en particular el BOC. La fuerza que adquirió la movilización republicana, con campañas de mítines de Azaña en la primavera de 1935[90], reforzó las posiciones de Prieto; de modo que una consulta interna en el PSOE dio un abrumador apoyo a la coalición amplia, con republicanos y comunistas. El precio que el PSOE pagó en la discusión y la consulta interna fue el inicio de una grave crisis por el enfrentamiento entre «prietistas» y «caballeristas», que se prolongó hasta los últimos tiempos de la Guerra Civil.


    Todo quedó entonces en suspenso, porque las municipales fueron postergadas y nunca llegarían a celebrarse. No sin consecuencias. La crisis de la dirección del PSOE transfirió el protagonismo político en la izquierda al PCE y la llave de la decisión definitiva a Azaña. En su mitin del 2 de junio José Díaz dio forma a la coalición política, todavía llamada de Concentración Popular Antifascista, al invitar, además de al PSOE, a los republicanos de izquierda; y propuso un programa de cuatro puntos: confiscación de la tierra de los grandes terratenientes, de la Iglesia y de los conventos, sin indemnización, para entregarla inmediata y gratuitamente a los campesinos pobres y a los obreros agrícolas; derecho de regir libremente sus destinos a Cataluña, Euzkadi, Galicia y «cuantas nacionalidades estén regidas por el imperialismo de España»; mejoramiento general de las condiciones de vida y de trabajo de la clase obrera; y libertad para los presos por el movimiento de octubre y amnistía para presos y perseguidos «de carácter político-social»[91]. Su exhorto no fue atendido, pero no cayó en el vacío. Tras la dimisión de Lerroux el PCE tuvo la feliz ocurrencia de invitar masivamente al mitin que Azaña iba a dar el 20 de octubre, en el barrio madrileño de Comillas, sin que mediara ningún entendimiento todavía con el líder republicano. El acto, que exageradamente se llamó «de los 400.000», resultó una extraordinaria manifestación de masas, en beneficio de Azaña y del PCE. Días más tarde José Díaz, en un acto en el cine Pardiñas, alabó la crítica al gobierno de la derecha –«magistral, demoledora»– que había hecho Azaña, aunque le reprochara no haber hablado de fascismo.


    Largo Caballero no pudo mantener su oposición a la alianza con los republicanos y el Frente Popular. Lo aceptó ante Codovila, el 7 de noviembre, a condición de que solo fuese para las elecciones generales que ahora ya se veían venir; luego añadió la presentación de una base programática conjunta del PSOE y el PCE, defendida por una delegación mixta ante los republicanos. Azaña se fue resignando a que los comunistas formaran parte de la coalición, aunque impuso que no lo hicieran de manera directa, sino a través de la relación bilateral entre republicanos y socialistas y del pacto que estos pudieran hacer con los comunistas. El PCE aceptó las condiciones de las dos partes y eso permitió finalmente abrir un complejo proceso de negociación a tres bandas y dos mesas que desembocó el 15 de enero en la firma de la coalición y del Manifiesto electoral de lo que finalmente Azaña se resignó a llamar, ya en campaña, «el Frente Popular, como lo llama la gente». Incluso el Partido Obrero de Unificación Marxista[92] que siguió defendiendo hasta el penúltimo momento el «frente obrero», pidió su ingreso en la nueva coalición, que lo aceptó in extremis el 8 de enero por el apoyo que le dio Largo Caballero. El PCE fue la clave del proceso de construcción del Frente Popular; como lo había sido en Francia el PCF. No sólo porque la doctrina general fue elaborada por el movimiento comunista, sino por las decisiones concretas de los comunistas españoles. La propuesta del PCE dejó sin recorrido a la opción del frente obrero, a menos que Azaña se hubiese empeñado en una posición de rechazo a los comunistas, cosa que no hizo. La actitud del PCE hacia Azaña cuando menos ablandó su oposición y le llevó a aceptar el consejo de Prieto; por otra parte, desarmó la hostilidad caballerista hacia los republicanos. En el curso de las negociaciones programáticas, el PCE se situó en repetidas ocasiones como puente entre las posiciones propias y del PSOE y las republicanas a lo largo de negociaciones complejas, cuyo detalle aquí sería excesivo[93].


    Su programa común, el del Manifiesto, era moderado; de recuperación de la política de reformas del Bienio de 1931-1933, con algunas adiciones en la misma orientación. Reclamaba la amnistía de todos los delitos políticos y sociales anteriores a noviembre de 1935, la reivindicación que había sustentado la dinámica unitaria, y medidas que ponían fin a la represión y revisaban sus efectos, en el ámbito político y en el laboral; propuestas políticas como la reforma del tribunal constitucional, la ley de orden público, la limitación del fuero castrense a los delitos militares, y el castigo a los excesos policiales entre 1934 y 1935. Asimismo, la defensa del campesino y en particular del cultivador mediano y pequeño; el fomento crediticio y técnico de la agricultura; el mantenimiento de los asentamientos; el fomento del cooperativismo y las explotaciones colectivas voluntarias; una nueva ley de arrendamientos; la aprobación de normas para el rescate de bienes comunales; del mismo modo que dejaba implícita la subsistencia de la reforma agraria; apoyo a la pequeña industria y comercio, y la consideración de un sistema de leyes de protección, arancelarias y de regulación del mercado interno. La moderación del programa se reflejó en el capítulo dedicado a la educación, en el que se afirmaba que «la República tiene que considerar la enseñanza como atributo indeclinable del Estado», para limitar a renglón seguido el ejercicio de ese atributo sobre la enseñanza privada al establecimiento de una vigilancia análoga a la que se ejercía sobre la pública. El acuerdo se produjo en casi todo el documento y allí donde hubo discrepancia se incluyó su reconocimiento; de esa manera se consignó que los republicanos no compartían el principio de la nacionalización de la tierra y su entrega gratuita a los campesinos, la de la banca, la ley de control obrero y de subsidio, propuesto por la parte obrera. Por último, es importante señalar que el PCE destacó en la defensa del pequeño propietario junto a la del jornalero y en la inclusión del rescate de comunales, que ninguna otra formación había previsto, como tampoco lo había hecho años antes la ley de reforma agraria.


    Después de una campaña, aceptable en los parámetros de conflictividad electoral de la época en Europa[94], en la que cada formación defendió el Manifiesto y las candidaturas acordadas al tiempo que añadía el discurso de sus propias posiciones, las elecciones del 16 de febrero dieron la victoria al Frente Popular con un porcentaje de voto que oscilaba entre el 45 y el 48 por 100[95]. El PCE vio reflejado solo en parte el aumento de su influencia y el papel desempeñado en la gestación del pacto: de las 344 candidaturas presentadas por el Frente Popular, correspondieron a los partidos obreros 152 y al PCE 21. Fueron elegidos 286 diputados de los partidos obreros y 17 del PCE; entre estos, José Díaz por Madrid, Dolores Ibárruri por Oviedo, Cayetano Bolívar por Málaga, Leandro Carro por Vizcaya, Jesús Hernández por Córdoba, Vicente Uribe por Jaén, Antonio Mije por Sevilla; Díaz fue elegido portavoz del grupo comunista en las Cortes y su representante en la Diputación Permanente y Uribe secretario. Una vez más, se hizo notar el peso de Andalucía, a la que pertenecían 7 de los diputados elegidos.


    El apoyo comunista, leal, desde la calle y las Cortes


    El nuevo gobierno encabezado por Azaña tuvo que constituirse el 19 de febrero de manera precipitada, a causa de la dimisión irresponsable de Portela Valladares, que no soportó la presión del incipiente golpismo manifestado en los movimientos de Gil Robles y Franco. Integrado exclusivamente por republicanos, por la imposición de Largo Caballero de que el PSOE no participara y la decisión conocida de antemano de la IC, tuvo desde el primer momento el apoyo leal del PCE. También se lo prestó al gobierno de Casares Quiroga, cuando este sustituyó en mayo a Azaña, elegido presidente de la República. Los comunistas aceptaron que su composición fuera estrictamente republicana, probablemente por dos razones: mantenían su aproximación a Largo Caballero y la izquierda socialista y, quizás también, porque confiando en un rápido proceso de unificación entre el PSOE y el PCE, como el que se estaba consumando entre las Juventudes, estarían transfiriendo al nuevo Partido Único del Proletariado la misma conveniencia de ausencia en el gobierno establecida en el VII Congreso.


    Su mayor crítica a los gobiernos de Azaña y Casares Quiroga fue la lentitud en la ejecución de los acuerdos, al primero, y la falta de contundencia ante la conspiración militar y política, al segundo. En ningún momento se planteó desbordarlos ni ponerlos en una situación de aprieto, ya fuera parlamentaria o de orden público. El PCE se sentía orgulloso al considerarse, no sin razón, artífice principal del Frente Popular en España y decidió desarrollar una política que priorizara su consolidación. La disyuntiva seguía siendo fascismo –lo que anunciaban las maniobras golpistas– o democracia, que era lo que había de desarrollar el Frente Popular. Se ha utilizado habitualmente el adjetivo «moderado» para calificar el nuevo comportamiento del PCE; así podía considerársele coloquialmente, pero lo que quiso ser fue unitario. Su política de masas se rigió por el principio de que la movilización había de acompañar a la acción de las Cortes; evitar que estas, por inercia institucional o por otra razón, pudieran con su lentitud distanciarse del pueblo que las había elegido. Casar acción institucional y movilización en una democracia de masas. Eso significaba también concebir la movilización de manera diferente a como se había hecho en el pasado, dejar atrás por completo los ensueños de la «teoría de la ofensiva» y el papel acaparador del partido, confundiendo liderazgo con prepotencia. Se abandonó de manera explícita la consigna de «la toma revolucionaria de la tierra» y se sustituyó por la intensificación de la reforma agraria y la práctica de las ocupaciones de tierras sólo cuando hubiera unidad sobre ellas entre los sindicatos y los partidos del Frente Popular. La iniciativa de la movilización social se dejó a los sindicatos, al tiempo que se señaló el marco en que habían de desarrollarse las huelgas, que habían de ser «las necesarias y bien organizadas», siempre bajo el signo de la unidad y el «control férreo» de las organizaciones obreras y campesinas.


    No se trataba de frenar nada, sino de darle el sentido político que el momento requería y consolidar la victoria del 16 de febrero con avances materiales efectivos para las clases populares y muy singularmente para los campesinos. Cuando las medidas reclamadas se empezaron a cumplir se reconoció y celebró, no sin anotar lo que faltaba todavía. Solo en la retórica se pudo rebasar alguna vez el marco del 15 de enero. Así fue en el discurso de José Díaz en la Plaza de Toros de Zaragoza, el 1 de junio, cuando, tras reconocer que el gobierno cumplía con el plan de asentamientos campesinos, pasó a reclamar la expropiación sin indemnización a los grandes terratenientes para entregar tierra a los campesinos y minar las bases de la reacción[96]. No formaba parte del acuerdo del 15 de enero, aun así plantear la cuestión de la expropiación era pertinente en vísperas de la reposición de la Ley de Reforma Agraria que finalmente hicieron las Cortes el 18 de junio; en esa tesitura era legítimo defender algunas modificaciones en la ley. Sea como fuere, la petición no pasó del discurso; el PCE no reivindicó esa expropiación sin indemnización de manera general y combinó la invocación de tal medida, limitada siempre a los terratenientes «feudales», con la propuesta operativa de indemnizar mediante bonos de deuda pública.


    El cambio en el comportamiento del PCE, en su propaganda y en su práctica política, se manifestó también en la cuestión nacional. En junio de 1935 la federación interprovincial vasca pasó a denominarse Partido Comunista de Euzkadi, en las mismas condiciones que el homónimo de Cataluña. En el mismo mes José Díaz mantenía todavía el discurso autodeterminista de las naciones oprimidas por el «imperialismo español», sin añadir más concreción. Esa posición se dejó atrás durante la negociación del programa del Frente Popular, que no hacía alusión a la autodeterminación –lo cual nunca habrían aceptado ni socialistas ni republicanos–, sino a la expansión de estatutos de autonomía en toda España, lo que implicaba la apertura a una transformación federal del sistema en la práctica. En el mitin de Juan Astigarrabía en San Sebastián del 14 de diciembre este manifestó que el PC de Euz­kadi apoyaría el estatuto que el pueblo había plebiscitado y el primer Comité Central del nuevo partido ratificó que se habían de abandonar los maximalismos para conseguir lo antes posible el estatuto[97]. En Galicia se apoyó también el estatuto votado en junio de 1936. Y el Partit Comunista de Catalunya se sumó al descubrimiento del sistema autonómico aprobando en mayo de 1936 una moción de ampliación del estatuto; la declaración del comité de enlace que habría de dar lugar meses más tarde al Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC) concretó esa ampliación en la sustitución del que las Cortes habían aprobado en 1932 por el proyecto aprobado en el plebiscito catalán de 1931. Desde luego, se mantuvo en la propaganda la invocación genérica del autodeterminismo; sin embargo, los sustancial es que se había adoptado la propuesta política concreta de los estatutos, en un posible horizonte de federalización, con el recordatorio –como hizo Dolores Ibárruri en Euzkadi– de que el PCE no estaba por la secesión de ningún territorio.


    El PCE no renunció a nada y así lo hizo de manera pública, recordando cuál era su propio programa y sus objetivos: detener el fascismo y consolidar la democracia, para poder plantear a partir de entonces la conquista de la mayoría social, el gobierno obrero y campesino y desde él la transformación hacia un Estado socialista, de Unión de Repúblicas Soviéticas de la Península Ibérica. La primera de las condiciones era que la dinámica unitaria alcanzara su nivel máximo con la constitución de un solo partido del proletariado, mediante la unificación del PSOE y el PCE. El 4 de marzo el Comité Central del PCE dirigió una carta a la Comisión Ejecutiva del PSOE instándola a formalizar un acuerdo general, basado en el programa que ambas organizaciones habían pactado entre sí en el inicio de las negociaciones para la formación del Frente Popular[98], insistiendo en el desarrollo de las Alianzas Obreras y Campesinas, y planteando la formación de comités de enlace en todos los niveles territoriales, culminando con el nacional para llevar a cabo la unificación. Todo ello sin dejar de advertir, una vez más, la obligación de cumplir y hacer cumplir, «en el área de la lucha de masas y en el área parlamentaria», el programa acordado del 15 de enero, cuya garantía de ejecución era precisamente el frente único[99].


    La Comisión Ejecutiva del PSOE, dominada por Prieto, se desentendió, remitiendo la respuesta al próximo congreso del partido y el PCE confió en que Largo Caballero y su facción de izquierda ganara la partida en el conflicto socialista. Mientras tanto tuvo que conformarse con el éxito de la unificación de las juventudes de ambas formaciones en las Juventudes Socialistas Unificadas, fundadas el 5 de abril de 1936, con una estimación de militancia sumada de 32.000 miembros. Y con el crecimiento del propio PCE, que se había disparado desde febrero, hasta estar en mayo próximo a los 50.000 militantes. Sin respuesta del PSOE, cuyo congreso ya no se celebraría, el PCE decidió convocar el suyo propio, fijando su fecha para el 15 de agosto. Tampoco pudo hacerse. La conspiración militar y política llegó a su tramo final y aprovechó el asesinato de Calvo Sotelo no para la sublevación –sobre la que estaba ya tomada la decisión–, sino para abonarla. Así se lo echó en cara Díaz a Gil Robles, en las Cortes, el 15 de julio; su objetivo «no es presentar el hecho en sí para que todos lo puedan condenar, como nosotros somos los primeros en hacerlo, sino para que en la calle, al leerse este discurso, presentando los hechos como los presenta, las fuerzas que dicho señor acaudilla encuentren ambiente apropiado para seguir trabajando es esa actuación de com­plot»[100]. Tres días después estallaba la sublevación.
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